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Acerca de los títulos en que apoya el Sr. Lie. D. José M. 
Iglesias la pretensión de considerarse gomo Presidente 

LEGÍTIMO interino DE LOS ESTADOS - UnIDOS MEXICANOS. 



I 



« Gbacun dans sa mesure á pf^ur devoir 
de songer aa bien puMic et d'y poosaer de 
tonte sa forcé. »^E. Renán. 




RETENDE el Sf. Lic. D. José María Iglesias frustrar las espe- 
ranzas de la revolución, poniéndose en frente de ella en el cen- 
tro de los mutilados elementos que han sobrevivido á la caida 
^^^^ del Gobierno del Sr Lerdo. Su obstinado empeño, alimenta- 
do por las exigencias apasionadas del circulo que lo rodea, ha llegado 
á comprometer la paz pública, y el único motivo que tiene para sos- 
tener una actitud hostil se reduce á la pretensión de considerarse co- 
mo Presidente legitimo interino de la República. 

No puede ser mas grave la situación excepcional en que su con- 
ducta ha colocado al país; y si en todas circunstancias el retraimien- 
to es digno de censura, cuando escuchamos ya el grito de gueri*a, la 
indiferencia seria punible. Cada ciudadano, por insignificante que sea 
en su personahdad, por complexas y elevadas que sean las cuestiones 
que están próximas á sostenerse en los campos de batalla, debe tomar 
participio en los negocios públicos, y estudiar á quién de los con- 



teudienles asiste la razón, quién, por el contrario, sostiene la causa 
de la injusticia. 

Estas reflexiones disculpan mi temeridad al dar á conocer al pú- 
blico el fruto de un estudio hecho en el silencio del gabinete con la 
atención que reclama su materia, y con cuantas precauciones he po- 
dido tomar para dar garantías á mi débil criterio, de un éxito favo- 
rable en sus investigaciones. El peligro común reclama todos los es- 
fuerzos, y si mi conducta fuera digna de censura, acepto resignado 
la que mi audacia merezca; pero confundiré mi voz en el clamor ge- 
neral que repele una paz oprobiosa, que condena una guerra injusta 
y que anhela la prometida y total regeneración de. la República. 

Los datos que me han servido en este estudio, me autorizan á ase- 
gurar que las conclusiones obtenidas están por lo menos fuera de toda 
sospecha de parcialidad, y si fuera tan feliz que en la ilación de los 
razonamientos haya el encadenamiento lógico que con tanto afán he 
procurado, mi juicio no solo será imparcial sino que alcanzará las pro- 
babilidades de la certeza. 

Los elementos que me han servido para la formación de este en- 
I 

sayo, son documentos oficiales, son hechos de evidente notoriedad, 
son las operaciones rudimentales de la aritmética, son los discursos 
de personas que jamás fueron desafectas al gobierno pasado, son por 
último, los pensamientos mismos del Sr. Iglesias. Mia será la culpa 
si no he sabido aprovechar tan útiles constancias ; pero siempre me 
cabrá la satisfacción de haber cumplido un deber en los límites de la 
esfera á que alcanza mi posibiUdad. 

Antes de entrar en el análisis de la legitimidad del titulado Pre- 
sidente interino en Guanajuato, creo indispensable hacer una breve 
reseña histórica de los acontecimientos que se han sucedido después 
de la restauración de la Repúbhca en 1867; pues aunque estos he- 
chos sean conocidos de todo el mundo, las reflexiones que inspiran 
sirven esencialmente para explicar la naturaleza de la situación actual. 
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Obedeciendo á la filosofía de la historia, nuestros divei^os periodos 
de existencia política están preparados por los acontecimientos que 
los han precedido, y en ellos encuentran su principal razón de exis- 
tencia. 

Mi pretensión en esta parle se limita á presentar en su conjunto 
los rasgos mas prominentes que han caracterizado á los gobiernos en 
el corlo período de que me voy á ocupar, y aunque haré uso de am- 
plísima independencia al emitir mis ideas, desde luego advierto que 
considero en globo al personal de las administraciones, sin referirme 
íi los individuos que con buena fé ú otra circunstancia digna de aten- 
ción, hayan contribuido en parte á los abusos del poder. 



II 



J'esUme qtt'on peut tout diré, quand oo 
D'a que des intentions droites, et qu'on n» 
veut autre cho»e qne la grandeur et la pros- 
périté de la palrie. » 

E. Laboulayb. 




jüELTO el imperio de la Constitución de 1857, se ofreció á la 
vista de los mexicanos un espléndido horizonte iluminado por 
la luz purísima del sol de paz que por tanto tiempo se habia 
J^; ocultado en nuestro cielo; renació en todos los corazones la 
esperanza de la reconstrucción de México, al ver que ni una sola som- 
bra empañaba el risueBo porvenir, y confiaron tranquilos en el adve. 
nimiento de una administración que devolviera á la sociedad, con el 
respeto de las leyes, una garantía sólida de prosperidad y grandeza. 
Menos feliz que la revolución de tres años, la guerra de interven- 
ción elevó á un número reducido de ciudadanos á las doradas cum- 
bres de la popularidad, inscribiendo pocos nombres en el libro de la 
fama al lado de una multitud de mártires desconocidos. No es de 
extrañarse esta circunstancia, si se considera que para el estableci- 
miento de la reforma se abrió á la vez la lucha en todos los campos 
y se pusieron en colisión todos los intereses vitales. La libertad des- 



nuda coffibalia el celo de las clases privilegiadas, la arraigada é igno- 
rante preocupación y el poder incontrastable del brutal soldado. Mas 
tratándose de la existencia misma de la Nación, solo debia dejarse 
oir el rudo choque de la espada, y solo debia alumbrarnos la rápida 
luz de sus reflejos bajo la sombra de la bandera que en sus robustas 
manos empuñaba el hijo predilecto de la patria y padre augusto de 
la Reforma. 

Después del triunfo, compartieron con el Sr. Juárez los favores 
del aura popular los Secretarios de Estado que lo acompañaron en 
su histórica peregrinación, y los victoriosos capitanes que nos redi- 
mieron con su sangre. Sobresalió entre ellos un modesto ciudadano 
que por sus brillantes hechos de armas y leal y desinteresada con- 
ducta se atrajo las miradas de la multitud y alcanzó los honores de 
la pública admiración. 

Nada en aquella época pareció mas justo, que el depositario de la 
incolumidad nacional en el peligro presidiera el renacimiento pací- 
fico de las instituciones, y el pueblo obedeciendo á un generoso im- 
pulso de gratitud premió sus esfuerzos elevándolo por segunda vez 
al alto asiento de la primera magistratura. Siempre asi ha sacrificado 
sus intereses cuando exaltado en la atmósfera embriagadora del triun- 
fo absorbe sus facultades el agradecimiento, y deposita, cegado por lá 
confianza, su ponenir en manos del caudillo afortunado que lo con- 
dujo á la victoria, sin detenerse antes un solo momento en exami- 
nario. 

No hay sin duda patricio alguno que pueda exigir con mas justi- 
ficados títulos la consagración de su memoria en el seno de los Me- 
xicanos; pero una triste experiencia nos enseñó oportunamente, que 
sus relevantes prendas solo encontraron amplio campo á su desar^ 
rolló en la desgracia. Se hizo inmortal en la reducida plaza de Ve- 
racruz y en la humilde aldea de Paso del Norte, pero el Palacio de 
México fué siempre funesto para su fama. Y es que era un genio esen 
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cialmente generalizador, á quien su virtud y rara entereza lo hacían 
capaz de dar nueva forma á la sociedad venciendo como por milagro 
resistencias invencibles. La libertad abrigó la fé en su pecho, dio luz 
á su entendimiento para buscar en la oscuridad á los hombres que 
correspondian á la grandeza de sus obras, y escudó su corazón con fir- 
meza inquebrantable. Mas cuando destruido el común enemigo, un jus- 
to reconocimiento perpetuando su poder le ofrecía la oportunidad de 
llevar á la vida de los hechos en el seno de la paz los principios con- 
quistados en el código de las leyes, se perdía en los pormenores de 
la práctica, no podía ponerse en contacto con la multiplicidad de me- 
dios para conseguir la realización del progreso obtenido, y burlaba 
en parte las esperanzas que había hecho concebir. El gobierno nor- 
mal de la República bajo su dirección, no revela un genio adminis- 
trativo, y tal vez nacido para mas altos destinos, la envidiosa suerte 
le negó las menores mas no menos necesarias cualidades de un acer- 
tado gobernante. Se resiente de esto la situación en que hoy nos en- 
contramos. Ya desde 4861, la opinión pública acusaba su negligen- 
cia, pues tal parecía que acostumbrado á ver siempre hacía arriba, no 
advirtió que el ínteres privado y la inmoralidad rastrera se levantaban 
del suelo para ascender, deslizándose cautelosos, los escaños del Po- 
der. Se hizo mas notable su poca pericia en dar impulso y ordenar 
el movimiento de la máquina social, en el trascurso de su segunda 
elección, precisamente después de haber coronado sus proezas en la 
guerra del Imperio, obligando á la soberbia Europa á conocer el ig- 
noto Paso del Norte, en donde ocultó bajo su vigilante custodia la en- 
seña santa de la nacionalidad mexicana. 

Al frente del capitulo que la historia consagra á este período, debe- 
ría ponerse sola esta triste y amarga palabra: ((Desengaño». En efec- 
to, entonces vimos desarrollarse el germen fecundo de inmoralidad que 
antes hubiera aparecido ; las prácticas democráticas sufrieron grandes 
alteraciones, y olvidándose de su origen y sin reconocer la necesidad 



mas simple reclamada por su objeto, se aisló el poder de la sociedad, 
en vez de procurar asimilársela marchando de consuno por el camino 
del honor y del progreso. Poco importaba que la opinión pública y 
la Cámara de Diputados reclamaran su debido participio en la direcr 
cion de la política; el Ministerio permanecía inamovible ante las fre- 
cuentes derrotas y bochornosos desaires que recibia en el seno del 
cuerpo legislativo, veia con altivo desden la repugnancia general que 
se habia captado, y los oidos del Presidente con una constancia de- 
sesperante continuaban sordos á la voz pública, que denunciaba con 
energía los vicios funestos que, caracterizando la administración, ame- 
nazaban de muerte su estabilidad. 

Convirtiéronse en lonja mercantil los salones de Palacio, en donde 
desplegaban toda su actividad los especuladores favoritos, en contrar 
tos ruinosos para el Erario. Entretanto, los soldados que habían com- 
batido á los regimientos franceses sosteniendo con increíble constancia 
la lucha heroica en la forma popular de pobres guerrillas, se veían hu^ 
millados al tener que solicitar las influencias de la privanza para obte- 
ner el pago de sus alcances con un considerable descuento. El males- 
tar cundió por toda la República y alcanzó á tener progresivamente 
proporciones alarmantes que se traducían en la frialdad del desconten- 
to y en los sordos rumores de la desaprobación precursora de la guer- 
ra. Llegó á su colmo la inseguridad, entronizándose en México el mas 
atroz de los delitos, antes apenas conocido en los anales de la estadís- 
tica criminal, y este grave mal trajo consigo otro mayor. El pretexto 
de reprínaír el plagio sirvió para crear la dictadura perpetua bajo la 
íprma elástica de facultades extraordinarias. No es esto lo mas : s^ hir 
rió en su base el principio cardinal del sistema democrático, tan. caro 
para^M^xico, el más venerable entre los fundamentos de sus ínstitur 
cíones, iniciado en 4824, sostenido sin interrupción hasta . nuel^tros 
días, y consagrado por el pueblo, que tantas veces lo ha ungido con 
su sangre. La mas. grosera y escandalosa suplantación del sufragio 
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ocupó su lugar, y antes de funcionar los diputados se designaban con 
certeza los que habían de formar la mayoría, so pena de faltar á sus 
compromisos, y el corto número de los que, independientes, eran lle- 
vados al seno de la representación nacional para hacer siquiera posi- 
bles las discusiones, y dar un colorido de verdad al valimiento de un 
poder del cual no quedaba mas que una sombra irrisoria. Los Esta- 
dos sufrieron en su mayor parte el funesto contagio, viéndose con fre- 
cuencia el caso de que sus autoridades, antes de aparecer en las urnas 
de elección, vinieron al Gabinete de Relaciones á solicitar se inscri- 
bieran sus nombres en las listas oficiales, en cambio de punibles con- 
descendencias y ofertas criminales fielmente acatadas. 

Presidia tan torpe é inexplicable política como gefe del Gabinete 
el Sr. Lie. D. Sebastian Lerdo de Tejada, persona que gozaba de crédi- 
to de muy entendido en el arte de gobernar ; y como quiera que el res- 
peto al nombre del Sr. Juárez, hacia alejar de él con amargo dolería 
vista en presencia de nuestros males, gran parte de los desaciertos de 
su administración se imputaban por el pueblo al Ministro de Relacio- 
nes, que no tenia en aquel muy arraigado su cariño. 

En noche tan oscura solo brillaba la escasa luz de una tenue y re- 
mola esperanza; era esta, el advenimiento de la renovación periódica 
de los poderes. Convencido todo el mundo de que el mal se hallaba 
radicado, no en las instituciones, sino principalmente en las personas 
encargadas de darles aplicación, un sentimiento unánime buscó el re- 
medio en un cambio del personal del Ejecutivo. 

Se dirigieron todas las miradas en solicitud del hombre de la fu- 
tura época, y como era de esperarse, se presentó espontánea á la 
mayoría del pueblo la figura histórica del General Díaz. Otro círculo 
reducido, compuesto en su conjunto de amigos personales y de algu- 
nos individuos que el destino había sujetado con el lazo de gratitud 
al Sr. Lerdo, pensaron llevar á cabo isus trabajos preparados á la som- 
bra del favor del ministro particionero del poder. De aquí provino la 



división del partido liberal, antes compacto, representado en las tres 
candidaturas de los Sres. Juárez, Diaz y Lerdo. 

Juárez contaba con el prestigio de su nombre, los recursos inago- 
tobles de la supremacía del mando, y los esfuerzos de numerosos par- 
tidarios identificados á su administración por la común responsabi- 
lidad. 

Lerdo tenia de su parte la fama incierta de sus talentos que na- 
die se atrevia á contradecir, las cajas de algunos capitalistas, la adhe- 
sión de algunas autoridades que furtiva ó descaradamente habia colo- 
cado en puestos elevados de los gobiernos de los Estados, y la ad- 
miración de un grupo de ciudadanos que se llamaban la gente decente 
y la aristocracia de la inteligencia, pei*sonas enteramente inútiles para 
toda lucha que no fuera la fingida del parlamento. 

El General Diaz habia permanecido oculto en el retiro de la vida 
privada; su nombre humilde solo existia en la memoria viva de las 
masas en donde para siempre lo habian señalado sus relevantes vir- 
tudes, virtudes en cuyo reconocimiento se ii^clinaron siempre con res- 
peto sus contados enemigos. No enumeraba entre sus adeptos á las 
clases privilegiadas, tampoco á los hijos de la fortuna, menos á los 
procónsules, y ni aun siquiera á los favoritos de la diosa Mincha; 
pero en cambio sostenían su exaltación al poder los pobres deshere- 
dados, las victimas de la grandeza de los escogidos, los que gemian 
bajo el yugo de la opresión proconsular, los extraños al dorado tem- 
plo de la adulación, el pueblo, en fin, el dueño de la usurpada so- 
beranía que, lamentando su inexperiencia, adivinaba en su candidato 
la aproximación de un gobierno sin sabios ni hombres de coile, pero 
honrado, liberal y justiciero. 

Dije arriba que la renovación de poderes era una débil esperanza 
para poner término á nuestro infortunio, y los sucesos confirmaron 
este aserto. Aquella halagadora visión pronto se desvaneció. El par- 
tido más fuerte, el partido del Presidente tomó una actitud resuelta 
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para hacerlo reelegir; contra el espíritu de la Constitución se sostu* 
vo la legitimidad de la indefinida atribución de poder'; contra el res- 
peto santo de nuestras leyes se forjaron ayuntamientos y se manda- 
ron .traer al Congreso de la Union dipíitados que regateaban en las 
antesalas mismas de la Cámara el precio de su voto. El partido 1er- 
dista no pudo en su sabiduría convencer á los sofistas, ni en su es- 
caso tesoro competir en el mercado, y se quedó atónito contemplando 
triste su impotencia de que antes no se habia apercibido. 

El pueblo burlado no pudo tolerar tamaña injuria; se derbordó ya 
el cáliz -de sus sufrimientos, y corrió ofendido á ponerse en armas al 
lado de su gefe el mas querido, para sucumbir altivo, haciendo una 
protesta sangrienta contra la usurpación de sus derechos. Tal fué i^l 
principal origen de la revolución de la Noria. . . . . 



Venció porfm el Sr. Juárez en la lucha electoral llevando solo como 
único rival hasta la última ánfora y el último escrutinio, el nombre 
del Sr. Diaz, colocado allí por la inquebrantable fuerza de la voluntad 
nacional, venciendo todo género de resistencias, sin que se hubiera 
gastado un solo peso ni empañado el prestigio de su nombre con la 
menor sospecha de falsificación. En cuanto al Sr. Lerdo, avergonza- 
do, ocultó en la Corte su sonrojo. 

El estado de los negocios públicos se agravó con la consumación 
del fraude que irritó hasta la exaltación los ánimos. Negras nubes 
amontonándose en el horizonte presagiaban una guerra eterna, cuando 
un suceso memorable vino á definir la situación poniendo un término 
á la angustiosa expectativa. La noche del 18 de Julio de 1872 sor- 
prendió la muerte al Sr. Juárez y depositó su nombre en el panteón 
de los hombres ilustres, celosa tal vez la Providencia de que pudie- 
ra comprometer sus títulos de gloria. 

Bajó al sepulcro el Sr. Juárez intacto en su limpia reputación ; la 
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memoria de sus próximos errores eñ el gobierno no fué bastante í 
secar los ojos de sus conciudadanos que no pueden aún pronuncíat* 
m nombre sin respetuoso recogimiento. 



No podia impugnarse el título con que el Sr. Lerdo ocupaba la 
Presidencia de la Suprema Corte de Justicia, y este lo ascendió á 
la primera magistratura con el carácter de interino. La convocatoria 
que fué objeto de su primera solicitud, la expidió con inusitada pre- 
cipitación, y esta fué la principal causa de que el partido del general 
Diaz no pudiera con oportunidad entrar con buen éxito en la lucha 
electoral. Por otra parte, cansado el país de la guerra y no repre- 
sentando el partido que habia acudido á las armas una idea egoista 
de esclusiva personalidad, la elección se hizo con la libertad apete- 
cible, y ni un solo murmullo se elevó contra la elección del Sr. Lerdo. 

Jamás se ofreció á gobernante alguno un conjunto más feliz de cir- 
cunstancias para procurar el bienestar de México y poner sólido fun- 
damento á la celebridad de su nombre. El cuerpo social qué yacía 
postrado en hondo abatimiento, volvió á la actividad de su existen- 
cía. La Nación entera saludaba con regocijo la iniciación de una nue- 
va época, y los mexicanos antes retraídos, se agruparon alrededor 
del Presidente, ofreciéndole el auxilio de su eficaz cooperación. « Mé* 
xico se ha salvado, aún vive, y este hombre dará nuevo impulso á su 
existencia,» se decían al estrechar cm efusión sus manos. El gene- 
ral Diaz envainó su espada, y poniendo en silencio la voz de sus guer- 
reros, contribuyó así al aplauso general que resonaba en todos los 
ámbitos de la República. ¡Acción noble y generosa, compensada días 
después con la mas negra ingratitud! 

No nos es posible detenernos: fresca está aún la memoria de aque- 
líos días de grandes esperanzas; pero ¿qué fueron de promesas tan 
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halagadoras^ qué de tan risueñas ilusiones? ¿Qué fueron sino verdu" 
ras de las eras? 

No se conocía entonces perfectamente al Si\ Lerdo ; si entonces se 
hubiera conocido perfectamente al Sr. Lerdo, desde entonces habría se- 
füido el camino que hoy ti*ansita desolado, no agobiaria su conciencia 
é peso degraveremordiiiiiento,y en el ocaso desu fortuna na proyecta- 
xk sobi^e su patria la son^bra de la guerra civil que le deja por recuerdo. 

En la mas elevada escala podia ocupar el lugar mas distifignido; 
pero el de la presidencia no fué hecho paca éL Faltábale para este 
puesto de señalado hanm*, la virtud primitiva, ú amor á la patria, ba- 
se indispensable de lodo gobierno, fuente inagotable de las grandes 
acciones, y fuego santo cuyo calor podia solo poner en movimiento a^s 
adormidaa facultades. Qué significación tenían sus talentos, si no los 
empleaba? I^ra qué le servia ver desde esa altura el triste cuadro 
de la aflijida Méjico, si sus desgracias no herían su sensibilidad? Nin- 
guna virtud excitó en^él el tributo de sus aplausos, ningún mérito fijó un 
instante sus miradas, y^ en el centro de la República aparecía como 
un grande cerebro, pero ijiuerto, le faltaba el alimento que solo su- 
ministra el corazón. 

Lo vimos así vivir en palacÍQ, como si viviera en su ordinaria ha- 
bitación, ocupar el puesto de la presidencia como si estuviera en el 
estrado de sus salones particulares, y cambiando de formas, los gra- 
ves negocios públicos sustituyeron con el mismo frío carácter á sus 
comunes quehaceres. Solo en el calor de la animada mesa se le oyó 
hablar de los asuntos graves del Estado, y sus palabras eran recogi- 
das con sin igual atención y mudo respeto por sus comensales, que 
lo elevaron al poder, y que desde entonces solo lo vieron á su lado 
en los gabinetes del Tívoli. Tan profundo era el menosprecio que le 
inspiraban los mexicanos, que cuando en el seno de la intimidad des- 
cubría algún tanto sus pensamientos, no vacilaba en siseverar que Mé- 
xico solo podia ser gobernado por bandidos y mesalinas. 
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Nada, pues, habia que esperar de hombre semejante, y nada en 
efecto alcanzamos de sus mentidas promesas. Todo permaneció in- 
inóbil, el cambio anhelado no se llegó á realizar, y sus mismos ami* 
gos, los que tanto hablan trabajado por su exaltación al poder soñan- 
do en la realización de un programa, se retiraron silenciosos de su 
lado, profundamente heridos por incesantes desprecios. 

¡Lerdistas, hé aquí vuestro hombre, contemplad vuestra obra! Los 
que de buena fé lo creísteis, llorad vuestro desengaño, mas nunca sigáis 
rl ejemplo de los prófugos que se fueron á murmurar á Guanajuato. 

Llegó á tal extremo la administración del Sr. Lerdo, que él mismo 
la calificó al hacer la pintura de los últimos dias del Gobierno del Im- 
perio. En efecto, nunca con mayor razón pudo decirse que « él go- 
ce bierno estaba mal visto por los mexicanos, hasta por los pocos que 
«primero lo desearon; rodeado solo de unos cuantos parásitos, sin 
«ninguna fuerza propia, y sin recursos ni probabilidades de crédito 
«para satisfacer su desenfrenada avidez de lucro, y seguir pagando 
«cómplices con sus gastos insensatos.»* 

AI menos severo historiador seria en extremo difícil abonar una 
administración tan inesperada, y el mas indulgente se vería obligado 
á caracterizar esta época funesta, destacando sobre el fondo oscuro 
de mezquinas intrigas y pormenores repugnantes, tres males de la ma- 
yor entidad, que aunque de antiguo origen, comenzaron á echar pro- 
fundas raíces amenazando de muerte las instituciones. Quiero hablar 
del grado á que llegó el olvido de las tradiciones parlamentarías, y la 
decadencia nunca vista de las prácticas constitucionales, olvido y de- 
cadencia nacidos de la suplantación mas descarada del sufragio públi- 
co, ya convertido en la mas cínica corruptela : me refiero al muy alto 
menosprecio que mereció siempre la opinión nacional en los consejos 
del Presidente, menosprecio que llevó á la prensa bajo la sombra trai- 

• ■ ■ • • • 

dora de un apotegmia, al mas alto grado de comipcion ; y por último, me 

* r.irnilar Aa QH <W ihml Aa i flAA 
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contraigo i la tendencm delerminada en todos los actos del gobierno 
en sus relaciones interiores,. de centralizar el poder de las soberanías 
locales en manos del Ejecutivo. 

La permanencia indefinida de un Ministerio incompleto, que no re- 
presentaba la menor idea en política, y se sostenía impasible en medio 
de la grita general, fué siempre un grave obstáculo para que se con- 
fundieran en la representación del poder los elementos de la vida po- 
lítica, los intereses y necesidades de los gobernados. De esta manera, 
el Presidente en su punible indolencia se iba alejando cada día mas y 
mas de la sociedad, y le fué indispensable para cubrir siquiera el es. 
(jueleto de un gobierno con el manto de la forma constitucional, crear 
por sí solo á los representantes del poder publico en sus tres diversas 
gerarquías. Hizo así gobernadores en los Estados, legisladores en oí 
Congreso, y jueces en la Corte; pero gobernadores odiados en sus domir 
nios, legisladores sin mas mérito que su docilidad y jueces cuyo nombre 
sorprendía los oídos del pueblo que jamás había presumido su existeur 
cía, aunque se encontraban entre ellos muy respetables personas. Esr 
tas fingidas monstruosas autoridades amoldaban su existencia en la 
suplantación del sufragio popular^ y el mismo ingrato Sr. Iglesias re-^ 
cibió así los títulos vanos que quiere ahora convertir en colorados em- 
papándolos en sangre. 

. «La prensa se corrige por la prensa, » y como la prensa indepen- 
diente no podía permanecer muda ante escándalos tan graves^ para 
corregir á los escritores dignos, se formó una prensa oficial y se ano- 
taron en los libros del tesoro público las remuneraciones de los elo- 
cuentes apologistas. ■ .,i ... 

Así se comprendió la libertad de imprenta, y en verdad que sola 
asi el Sr. Lerdo podía sostener su -fingido axioma. . -^ 

. Para gobernar la República debía sujetar á los Estados, paráoslo 
era necesario poder gobernar álos gobernadores, p2u*a lo cual bastaba 
imponer por la fuerza á los enemigos de los Estados, y ligarlos al Pre- 
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sí dente con un lazo de inquebrantable solidaridad. A esta política de- 
bieron muchas gentes vulgares su elevación, y á la misma debió el 
pueblo sus sufrimientos. 

Los resultados de tan extraña conducta, bien pronto se hicieron 
palpables. Empezó á cundir el disgusto entre el círculo mismo de los 
admiradores del Sr. Lerdo a quienes con intensa pena los desenga- 
ñó un convencimiento tardío de que habían elevado sobre sus altares 
Á un dios de palo. El desengaño fué precursor del retraimiento, y en 
los más animosos excitó un sentimiento de reacción que se tradujo 
en cobardes conspiraciones mal disimuladas, y tan torpes como todos 
los frutos del partido moderado. 

Varios acontecimientos vinieron en esos días á delinear la situa- 
ción política, y solo nos permitiremos hacer memoria del más notable 
entre ellos. Fué este el ruidoso amparo solicitado por algunos propie- 
tarios de las ricas haciendas del fértil Estado de Morelos. Tan des- 
agradable asunto sirvió de arma de partido para combatirla política del 
Presidente, y abrió á la Corte de Justicia las puertas de un camino 
vedado que después nunca llegó á abandonar. 

El fondo del negocio comparado con la importancia que se le qui- 
so suponer, y la mal encubierta intención de los promotores del re- 
curso, era de muy escasa importancia; se trataba simplemente de exi- 
mirse de un impuesto oneroso; mas para llegar á este resultado, se 
pensó como en un medio indispensable, en desconocer las autorida- 
des superiores del Estado, atacando por falta de legitimidad en su elec- 
ción, el vigor mismo de la ley que creaba el impuesto. Todo el mun- 
do comprendió entonces que se atacaba al Gobierno en uno de sus 
mas fieles servidores con un fin meramente político, y al falsear el 
procedimiento judicial se comprometió gravemejite el carácter de la 
Suprema Corte de Justicia, que se veía obligada á tomar de una ma- 
nera indirecta pero con todo el prestigio de su poder moral, un píir- 
ticipio notable en la marcha de la política. 
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Patrocinaban á los quejosos los letrados que gozaban de mejor re- 
putación entre los lerdistas, y que ya decepcionados volvian sus armas 
contra su inconsecuente candidato. 

La asiduidad de sus trabajos y el singular empeño que tomaron 
en llevar á cabo la destitución del Gobernador Ley va, dominó por al- 
gún tiempo la opinión pública, poniendo á la orden del dia en la pren- 
sa de la Capital, bajo el vistoso ropaje de una cuestión de derecho 
publicóla discusión de la conducta del Gobernador y de la conveniencia 
del medio adoptado para nulificarlo, armando á la Corte de la omni- 
potente autoridad de sugetar á su revisión los títulos de las autori- 
dades todas de la República. 

El Presidente mismo del poder judicial no vaciló en prestar á los 
descontentos sobre el auxilio de su voto, la eficaz cooperación de su 
correcta pluma, pues con el pretexto de ampliar los fundamentos de 
su dictamen dio á la luz pública un notabilísimo trabajo que dejó muy 
atrás las alegaciones de los lerdistas y que desde luego aparece for- 
mado con cuanto estudio requiere la persuasión de una nueva teoría, 
y teoría que había de poner en sus manos la vida de las autoridades. 

La oposición al Gobierno buscaba eco en todas partes, y como es 
de suponerse, cobró nuevo aUento al encontrar el apoyo del Presi- 
dente de la Corte, especioso á la verdad en su forma, pero débil y 
raquítico en el fondo. Se presentaba las mas ocasiones con el ma- 
jestuoso aparato de una deshecha tormenta que conjuraba tranquilo el 
Sr. Lerdo con la sonrisa de su irónico desprecio. Desde entonces 
data él ejemplo nunca visto en nuestros anales judiciales de im Tri- 
bunal eminentemente político en cuyo seno se desarrollaban todas las 
intrigas propias del parlamento ; desde entonces data la división de 
sus miembros formando mayoría y minoría ; desde entonces la varie- 
dad escandalosa de sus resoluciones con el intervalo de cortas horas, 
y en casos semejantes, desde entonces el sospechoso cambio del voto 
después de emitido, volubilidad que mata en su sombra la reputación 
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mas justificada ; desde entonces. . . . para que decir mas, desde en- 
tonces murió la Suprema Corte de Justicia. 

Permitaseme la ruda franqueza y la libertad que me tomo ai emitir 
mi juicio : será tal vez equivocado, pero yo lo creo verdadero, y la 
verdad en los asuntos de público interés, está sobre toda considera- 
ción personal, y al publicarla tengo la conciencia de no faltar en lo 
mas mínimo al justo adeudo de gratitud que me liga con algunos de 
los señores Magistrados á quienes tanto he merecido, á quienes tanto 
reconozco, cuyos favores estarán siempre en mi memoria y cuyo nom- 
bre jamas olvidaré. Si se dignan pasar sus ojos sobre estas líneas, 
se habrán reconocido y harán justicia á mis intenciones. 

Decía que la Corte de Justicia murió en manos del Sr. Iglesias, y 
creo necesaria mayor explicación. 

La influencia directa del Tribunal en la marcha de la política no 
necesita comprobarse, ha sido reconocida por todo el mundo; pero 
no ignoro que hayjpersonas que opinan que por su natural institución 
debe tomarla, y entre ellos figura en primer término un muy respe- 
table constitucionalista, el Sr. Lie. D. León Guzman. No he tenido 
la satisfacción de conocer las razones que le han servido de funda- 
mento, solo lie visto el texto de la renuncia que presentó del elevado 
encargo de Procurador General de la Nación, motivada en su nó con- 
formidad con la política que seguía el Ejecutivo, y en la ignorancia 
de la que en lo futuro adoptaría la Corte. 

A otras personas he oído decir á este respecto, que semejante pro- 
posición es una consecuencia indeclinable de que la Corte es en nues- 
tro régimen fundamental un poder regulador que sirve para conser- 
var el equilibrio en el complicado enlace de las relaciones entre todas 
las entidades y poderes públicos de la Federación. Las frases figu- 
radas me parecen impropias de la tecnología científica y enteramente 
ajenas de las reglas de conducta práctica, como lo son todas las le- 
yes, desde la austera Constitución hasta el minucioso reglamento. Por 
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otra parte soy torpe ea demasía para comprender el lenguaje figura- 
do; así es que en vista de esta y semejantes razones, solo pude ima- 
ginarme á la Justicia vendada recorriendo la cuerda floja, y me imagi- 
naba también que debería caer al primer paso, de lo cual los hechos 
me han convencido con el triste ensayo del Sr. Iglesias. 

No es de este lugar el hacer una disertación acerca de la natura- 
leza de las funciones de los tres poderes. Toca al judicial conservar á 
los demás dentro el limite de sus atribuciones, y on tal virtud, podria si 
se quiere tener una política negativa en el supuesto de que fueran com- 
binables las ideas de movimiento y reposo, de impulso y detención. La 
justicia práctica debe ser el resultado de la aplicación de reglas gene- 
rales que no es posible declinar, y el juez debe restringir sus motivos 
de apreciación dentro de las mismas leyes. La formación de estas es 
enteramente libre, y todos los elementos que concurren á ella igual- 
mente lo son. He aquí en mi humilde juicio el verdadero dominio de 
la política; también lo es el orden administrativo ; pero llevarlo bástala 
aplicación misma de la ley, seria quitar á la sociedad la garantía de su 
existencia. El mejor código, un código revelado como el de Moisés, 
seria enteramente inútil silos jueces lo hubieran de aplicar con política. 

Hemos tenido ya un ejemplo que jamás deberia olvidarse si se han 
de recibir con atención las lecciones de la experiencia. Desde que la 
política entró en la Corte, huyó la confianza del público, y yo he pre- 
senciado multitud de casos en que los litigantes previendo los resulta- 
dos de sus intentos según eran favorables ó adversos al gobierno, se 
decidían ó rehusaban á someterse á la decisión del Tribunal Supremo. 

Todos estos males se los debemos al Sr. Iglesias que tomó una ac- 
titud tan resuelta cuanto cabe en su proverbial timidez, de apadrinar 
con su alto rango á los Lerdistas descontentos. A cada paso lo colo- 
caban en frente del Sr. Lerdo para provocar un conflicto que estuvo 
muchas veces á punto de realizarse, y así habría sucedido si nuestro 
héroe hubiera tenido los tamaños que parecían exigir las circunstan- 
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cias en que era colocado; pero siempre después de grandes anuncios 
de golpes decisivos, cuando estaba á la mayor altura del meditado com- 
promiso, descendía vergonzosamente á ocultarse de nuevo en el seno 
de la Corte, en espera de otro amparo para ponerse otra vez en ridícu- 
lo ejercitando sus armas inofensivas. 

No hablo de memoria ni la pasión preside á estos pensamientos. 
Citaré dos casos, el uno conocido en demasía, y el otro de menor pu- 
blicidad, mas no menos cierto. 

El episodio de la renuncia habla por sí mas de lo que se pudiera 
encarecer, la ineptitud del Sr. Iglesias para las grandes resoluciones. 
Pues bien, el desenlace de una controversia incidental en el negocio 
de Morelos es mas ridículo todavía, y á no ser cierto, solamente el su- 
ponerlo en el primero de nuestros Tribunales equivaldría á la imputa- 
ción de la mas grave injuria. 

Concedido el amparo por incompetencia de origen, para llevar á 
ejecución la sentencia se creyó necesario al auxilio de la fuerza arma- 
da, y la Corte lo solicitó. El Presidente Lerdo esquivó la dificultad 
fingiendo sostener la opinión de que solo al Ejecutivo corresponde ca- 
lificar la oportunidad del auxilio, y esto sirvió de materia á una polé- 
mica oficial en que por ambas partes se agotó la lucidez del ingenio 
en el arte de silogizar recordando los buenos tiempos universitarios. 

Las réplicas eran cada vez mas acaloradas, y estaban de parte del 
del Sr. Iglesias casi todos los que algo conocen de nuestro derecho 
constitucional. 

Ninguno de los contendientes cejaba: ¿cuál debería ser el término 
de esta lucha? Digalo por mí el simple sentido común, digalo la prensa 
de entonces, préstese por un momento atención á la voz de la propia 
dignidad, al justo reclamo de los fueros hofiados del mas alto de nues- 
tros Tribunales. ¿Pero cuál fué? . . . Risstim teneatis, el último 
acuerdo que recayó en el expediente fué ... . ¡nombrar tina co- 
misión para estudiar el punto tja resuelto! 
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¿Qaién uo reconoce aquí otra vez el débil pulso del Sr. Iglesias? 

No sin razón rae he detenido en hacer patente el deplorable estado 
á que habia lleudo la Corte de Justicia en los últimos dias de su 
e^^istencia. Por él puede juzgarse cuál seria el de los demás poderes 
cuando se la consideraba ccnaao el menos relajado. Un esqueleto de 
gobierno habia destruido en su raiz todos los órganos de la manifes- 
tación de la Soberanía y concentraba en un solo hombre la omnipo- 
tencia del mando. Para devolver su imperio á la actividad nacional 
era necesario acudir á un medio extremo y colocarse fuera de las fin- 
gidas fórmulas con que se revestían las llamadas autoridades supremas 
de una República representativa; era necesario destruir, no solamente 
al Ejecutivo, sino al Congreso y á la Corte del Ejecutivo, porque nada 
con estas corporaciones tiene que ver la Nación, y era imposible acep- 
tar uno solo de ellos sin perpetuar los gérmenes del mal. Ninguno de 
ellos presentaba al pueblo una tabla de salvación en el naufragio 
de las libertades públicas; y permanecer silencioso y maniatado en 
presencia de su próxima ruina, era insensato y no cuadraba con sus 
tradiciones heroicas; arrastrarse en los peldaños del Palacio de Jus- 
ticia para hacer una guerra traidora y estéril, era alimentar una es- 
peranza vana, prolongar indefinidamente su agonía, y esquivar él, el 
omnipotente, la lucha á que lo retaba un solo hombre jactancioso, 
digno á la verdad en su varonil entereza de ser destruido en campo 
abierto con el empuje irresistible de las armas, y no traicionado por 
sus cómplices y parciales en intrigas palaciegas. 

Alzó el pueblo su bandera en Tuxtepec; el grito de insurrección 
se hizo oir en todos los confines de la República; luz de guerra alum- 
bró de nuevo nuestros campos; vio otra vez la derrota diezmados los 
batallones insurgentes, derrotas que daban nuevo impulso á la revo- 
lución, sangre que no habia de evaporarse hasta que el sol de la vic- 
toria iluminara las lomas de Tecoac. 

Entretanto, los acontecimientos se precipitaban y la situación po- 
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lítica llegaba á su término. Nueve meses estuvieron detenidos los bri- 
llantes ejércitos del Sr. Lerdo en el camino de Oaxaca, consumiendo 
todos los recursos del tesoro y poniendo en claro, en tres empeñados 
combates, la impotencia de un gobierno que habia puesto en olvido 
«que en el siglo XIX el poder es la opinión, y el secreto de un go- 
ce bierno consiste en oir sin cesar esta voz pública que nunca se des- 
ee precia impunemente.» 

Ya en estos últimos momentos la debilidad del gobierno dio fuerzas 
al pusilánime presidente de la Corte, que se fugó á Salamanca, in- 
vocando un motivo cuya verdad solo pudo realzar la revolución, sus- 
trayendo mas de once Estados á la forma supuesta de un régimen 
constitucional. No una ni dos, sino innumerables oportunidades se 
ofrecieron al Sr. Iglesias para apreciar como anticonstitucionales los 
decretos del Congreso ; pero nunca, mientras consideró fuerte á su 
enemigo, se atrevió á fugarse, ni le avisó su conciencia que faltaba 
á sus deberes permaneciendo en la picota del ridiculo, al frente del 
poder judicial. Lejos de ello, cuando la revolución lo llamó á su lado 
por política complacencia, dio una ostentosa repulsa, asegurando con 
énfasis'quc: «no aceptaba ni habia de aceptar plan alguno revolucio- 
«nario, y que seguiría siendo su regla invariable de conducta, la es- 
«tricta observancia de la Constitución.» 

Poco tiempo duró la firmeza de este propósito; en cuanto el ca- 
rácter de revolucionario dejó de ser temible, ya no hubo el menor 
escrúpulo en aceptar un papel de presidente, revistiéndolo con los 
oropeles de una supuesta legalidad. 

Esta ha sido la conducta del Sr. Iglesias y de la fracción política 
que representa. Vamos ahora á ocuparnos del análisis de los títulos 
en que funda su legitimidad. 
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« La légitimité de ropossilion legal, quand 
les droils de la nation sont mccoaus, est la 
conscqoence de la souberaineté nalional.» 

Laubolaye. 

( Sa manifiesto es la repeücion del medio tan 
gastado por muchos, que con proferir siempre 
vanas declamaciones de un respeto teórico á 
la Constitución y á las leyes, pretenden encu' 
brir su okido práctico de ellas.» 

S. Leudo. 

EMOS visto en la breve reseña anterior, cuál es la sitaacion en 
que el Sr. Iglesias se halla colocado respecto del porvenir de 
la República. No representa ninguna nueva idea, no nos trae 
^^-^v. ningún remedio; por el contrario, nos amenaza con la perpe- 
tuidad de un sistema condenado por la historia contemporánea, y en 
vez de ofrecer garantías de una administración que responda á las ne- 
cesidades de actualidad, sus antecedentes nos prometen la sucesión 
en el poder de los vicios que desprestigiaron al Sr. Juárez y se hun- 
dieron en la tumba, sepultando con ellos al Sr. Lerdo. En los pues- 
tos públicos que ha ocupado, se ha hecho solidario (aunque en se- 
gundo término, como conviene á su carácter) de las responsabilidades 
contraidas por estos dos gefes del Estado, y deja una tristísima me- 
moria en los precedentes de la Corte de Justicia, que será necesario 
borrar de sus tradiciones, para que nunca se sepa que alguna vez jun- 
to al austero Magistrado se ha sentado el débil conspirador. 
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Esto bastaría para no admitir su presencia en el poder, aun cuan- 
do los títulos con que lo reclama fueran una consecuencia genuína 
de los preceptos constitucionales. La salvación de la República no 
puede encontrar un serio obstáculo en el art. 79 del Pacto fundamen- 
tal, y si es incompatible la una con el otro, no hay que vacilar en la 
olecxjíon. Lo contrario sería admitir el absurdo, creer por un momen- 
to que los pueblos deben sacrificarse ante la imprevisión de los le- 
gisladores, y que no se pueden librar del riguroso formulismo ente- 
ramente convencional en que encerraron las condiciones de su forma 
de existencia. 

Mientras las ciencias sociales no dicten su última palabra, la ley 
debe ser mutable, y es, entretanto, progresiva por su naturaleza, si- 
guiendo los pasos de la sociedad que camina á la satisfacción de sus 
derechos, ensayando las fórmulas mas adaptadas, utilizando las leccio- 
nes de la experiencia, dejando atrás lo que en otros tiempos convino, 
y rompiendo con energía las trabas de la tutela á que la quisieran 
sujetar los que asumen el peligroso encargo de su representación. 

¿Qué es un solo hombre enfrente de un pueblo entero? ¿Cómo 
responder al clamor de sus necesidades con un artículo tras el cual 
se esconde la impotencia? 

Mas no es necesario llegar á este extremo. El Sr. Iglesias no ha 
sido en verdad Presidente legítimo de la Corte de Justicia ; aun cuan- 
do lo hubiera sido, ha roto sus títulos y se ha puesto fuera de la Cons- 
titución al acaudillar el cobarde motín de Guanajuato. Y siendo el re- 
presentante de una revolución abortiva que no ampara mas que al 
ínteres mezquino de un corto círculo sin programa político, sin ideas 
arraigadas en la conciencia del pueblo, sin mas efecto práctico que 
el escándalo de un ejemplar funesto para el porvenir, jamás debie- 
ron ponerse en sus manos las esperanzas de la revolución. 
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Decia el Sr. Iglesias en Abril de 4874, que «En medio de la 
((mas completa indeferencia pública, se va entronizando la funesta 
(( corruptela de que los colegios electorales se consideren superiores 
(( á toda obligación. En vano es que las leyes generales ó particula- 
(( res, dadas en materia de elecciones, contengan prevenciones minu- 
« ciosas y terminantes ; en vano que las constituciones de los Estados 
((y la Federal de 1857 fijen las condiciones que necesariamente han 
(( de concurrir en los funcionarios públicos, y señalen con precisión 
(( determinadas prohibiciones. Para los colegios electorales sucede con 
(( pasmosa frecuencia, que nada significan las leyes ni las Constitu- 
(( ciones. De esta manera cometen verdaderos atentados, en razón de 
«que el poder electoral, aun en su expresión mas pura y mas genui- 
(( na, no es superior á las reglas legales y constitucionales á que do- 
ce be amoldarse. Y sin embargo, este principio altísimo se descono- 
ce ce, se viola todos los dias. Al paso que vamos, para no convertir 
(( en farsa nuestras instituciones, para que no continúen sirviendo de 
(( burla y escarnio á los que las infrinjen poniéndolas luego en un al- 
ie tar, seria mas sencillo y mas franco reducir el sistema electoral á 
(( una sola regla, concebida en los términos siguientes : «Para ser elec- 
(( to funcionario público, se necesita única y exclusivamente ser apro- 
en hado por la mayoría del respectivo colegio electoral.» 

üTodo esto pasa, pero pasa indebidamente. Los colegios elec- 
(( torales no son arbitros de los deslinos del país. Los colegios elec- 
(( torales tienen obligación estrecha, incuestionable, ineludible, de aca- 
(( tar las prevenciones de las leyes, y mas aún, las de las constitu- 
(( ciones, en que se les marca el camino que deben seguir. Habrá ó 
«no habrá quien tenga derecho de revisar sus decisiones; pero ellas 
« llevan un pecado original, una mancha indeleble, un vicio intrínseco, 
(( cuando no se sujetan á los procedimientos que les están designados.» 

En efecto, el Sr. Iglesias decia la verdad, y sin duda alguna al 
escribir estas líneas, tuvo presente en su memoria el escándalo que 
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dio á la República el sexto Congreso Constitucional en la sesión del 
15 de Mayo de 4873. Se erigió entonces la Cámara en colegio elec- 
toral para tratar de la elección de presidente y magistrados de la Su- 
prema Corte de Juscicia, y la comisión escrutadora presentó un dic- 
tamen en que se consultaba se declarara Presidente constitucional de 
la Suprema Corte de Justicia al Sr. Lie. D. José María Iglesias, que 
habia obtenido en su favor 5,282 votos. 

Previene el art. 46 de la ley electoral (12 de Febrero de 1857), 
que pai'a ser Presidente de la Suprema Corte de Justicia, se requiere 
obtener JCS* el sufragio de la mayoría absoluta de los electores 
de la República, «SST ó en defecto de esa mayoría ser nombrado 
por el Congreso general en los términos que se prescriben en el 
capitulo sétimo. 

La base de toda computación en las elecciones debe estribar en 
el censo, y esta base indispensable tuvo que suponerse para apoyar el 
nombramiento del Sr. Iglesias. «No habiendo un censo legal, decia 
el Sr. Montes, celoso defensor del dictamen, tenemos la necesidad de 
atenernos á conjeturas», y asi fué que el Sr. Yañez fluctuaba entre 
13,912 y 14,000 como numero de la totalidad de electores que de- 
bia dar el censo de la República. 

Fijada así la base, si es que así con propiedad puede decirse, se 
raciocinó de esti manera: debieron votar 13,912 ó 14,000 ciuda- 
danos; votaron 8,504, estos constituyen mayoría, luego hubo elec- 
ción; de los 8,504, 5,282 votos favorecieron al Sr. Iglesias, lue- 
go q\í[\xso el sufragio de la mayoría absoluta de los elec- 
tores de la República! 

Inútilmente el Sr. Haz (Juan José), quien confesaba que hacién- 
dose la elección como se hiciera, el resultado seria el mismo, y re- 
clamaba sin embargo el respeto de la ley que le parecía inútil violar ; 
en vano, digo, combatió el dictamen ; inútil fué también la oposición 
acalorada de los Sres. Buenrostro, Esleva y Joaquín Alcalde (hoy 
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minisire de fomento del Sr, Iglesias), que demostró hasta la evi- 
dencia lo absurdo de la argumentación con que se defendió el dic- 
tamen ; fué por demás la confesión explícita de que en varios colegios 
electorales no habia habido quorum, y no obstante se computaron 
sus votos; se hizo presente que contra las prescripciones de la ley, 
se hicieron convocatorias parciales: todo fué en vano, y el dicta- 
men se aprobó por la reducida mayoría de 24 diputados, habiendo 
votado en contra 64. 

Quien desee mayor instrucción sobre el particular, puede consultar 
el ^Diario de los Debates,» y se convencerá de que no adultero la 
verdad. El principio calurosamente sostenido de que para que haya 
elecciones, basta que las haya en la mitad de la República, porque 
el sistema democrático se apoya en la ley de las mayorías, es una 
paradoja que no encuentra ningún texto legal que le sirva de funda- 
mento, y que causa admiración ver sostenido por personas de alto sa- 
ber. Con razón se decia en un documento que el «Bolelin Oficial» 
de Guanajuato declara superior á todo elogio, que semejante razona- 
miento es absurdo: o: Se sostiene en el referido dictamen que los 
« arts. 44 y 51 de la ley orgánica electoral, se contraen á la mayoría 
de los votos que se hayan emitido, y no á la mayoría de los que pu- 
(( dieran emitirse, conforme al censo de la República. No se aduce 
« en apoyo de tal inteligencia, mas que el hecho de haber servido 
(( implícitamente de base en ciertos casos prácticos, al verificarse el 
(( escrutinio de anteriores elecciones, y la convicción personal plena 
(( y profunda de los apreciables miembros de la comisión escrutadora, 
« fundada á mi juicio, en ideas muy opuestas á la mente del legis- 
« lador. Si aplicando las comunes reglas de hermenéutica, se demos- 
ce trase que ese modo de entender los artículos es falso, como con- 
« trario á esta mente, aquellos casos no probarían mas que otras tantas 
« violaciones de la ley, que á menos que se pretenda erigirías en 
« sistema, no autorizarán jamás para cometer otras.» 
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(L Ahora bien, yo creo que la interpretación á que aludo, es de todo 
« punto falsa; y prescindiendo de la claridad de los términos en que 
(( está concebido el art. 44, la cual, reflejándose de lleno sobre el 
« 51 , disipa hasta la menor sombra de duda que pudiera envolver 
« este último, yo no formulo otro argumento que el que se llama ad 
« absurdum.» 

No puede haber teoría mas aplicable á la elección viciosa del Sr. 
Iglesias, y el «Diario Oficial» del gobierno del Sr. Lerdo tuvo so- 
brada razonde hacerlo así presente (núm. 320 correspondiente al 15 
de Noviembre de 1876). 

¿Mas para qué recurrir á estos medios? Oigamos lo que nos dice 
el propio Sr. Iglesias: «Se ha hecho la observación de jque, del exá- 
« men de la legitimidad de las autoridades de los Estados podría pa- 
« sarse al de la legitimidad de las autoridades federales, en cuyo even- 
« to, como en el Congreso de la Union son admitidos con el carácter 
(( de diputados los electos sin tener el requisito de vecindad que uíi 
« artículo constitucional exige, se podría llegar al caso de declarar mi- 
« las las actas del Congreso, é ilegítimas en consecuencia las de- 
« claraciones de Presidente de la República, y de Presidente y 
a Magistrados de la Suprema Corte de Justicia. » 

« No tengo embarazo en confesar que de cuantos argumentos se 
(( han presentado sobre declaraciones de legitimidad de autoridades, 
c( el único que me ha impresionado es el que acabo de consignar; su 
c< fuerza, sin embargo, es de hecho y no de derecho. La cuestión de 
c< principios queda intacta, y los principios son los que debe tomar 
(( en cuenta un Tribunal al administrar justicia, sin preocupar-- 
c( se por las consecuencias prácticas que de sus fallos puedan re- 
di sultar. A la justicia son extrañas las transacciones, las con- 
€ temporizaciones, los términos medios que en otras cosas caben.)) 

«El requisito de la vecindad, exigido entre otros en el art. 56 
« de la Constitución, ha ofrecido á cada paso muy serios inconvenien- 
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ates; considéresele bueno ó malo, bastaría pai'a haberle desechado, 
« el hecho bien significativo de que SST no hay Congreso «S3Í 
« en que no sean api'obadas las credenciales de diputados elec- 
« los por Estados ó Territorios de que no son vecinos. La pre- 
« previsión de las funestas consecuencias que ha de acarrear seme- 
(( jante sistema, ha dado lugar á que varias veces se haya iniciado la 
«respectiva reforma constitucional, sin lograr nunca su aceptación, 
«rudamente combatida por el espíritu de localismo. Por una anoma- 
« lia inconcebible, mientras con tenaz empeño se opone una invencí- 
« ble resistencia á la reforma del art. 56, hay una docilidad prodi- 
« giosa para estarlo infringiendo año por año, periodo por período.» 

«Bueno ó malo el art. 56, mientras subsista en la Constitución, 
«su observancia es estrictamente obligatoria. El Congreso de la 
« Union no es superior como no lo es ningún colegio electoral, á los 
« preceptos constitucionales. El constante sistema de estar infrin- 
«giendo el art. 56, puede producir resultados altamente trascenden- 
« tales, cuya culpa seria única y exclusivamente de los que dieran 
« lugar á que los hubiese, con la infracción nunca justificable de un 
«mandamiento expreso de nuestra Carta fundamental. El remedio ra- 
«dical de los males posibles, estriba en la necesidad de la supresión 
«de la corruptela establecida; en la fiel obsen^ancia de los precep- 
« tos de la Constitución.» 

«Tal es la respuesta primaria, sustancial, sólida, incontestable de 
«los argumentos de hecho y no de derecho que se hacen valer por 
« vía de intimidación. Entre los que quieren que se llene cumplida- 
« mente el deber de respetar la Constitución del país, y los que opinen 
« que las infracciones cometidas en su falta de cumplimiento sean re- 
« formadas con otras infracciones, formando asi de ellas una serie in- 
« definida, la elección no puede ser dudosa.» 

Todo esto ha sido evidente por desgracia, y siendo así que se ha- 
bía convertido en constante sistema la infracción del art. 56, ¿entre 
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227 diputados no habría habido mas de 24 á quienes faltara el requi- 
sito de vecindad? Evidentemente sí; délo contrario el Sr. Iglesias 
habría manchado su opúsculo con la mas grosera calumnia. ¡ Oh, qué 
lástima que el Sr. Iglesias no pensara en que se había de herir con 
sus propias armas! 

Si pues ha faltado legitimidad en los diputados que eligieron al 
Sr. Iglesias, usando de sus mismas palabras puede decirse que debe 
estar «justamente alarmado, y ha de tener en su conciencia el remor- 
dimiento de deber su elevación á títulos falsos é ilegítimos. » 

No puede caber la menor duda de que el Sr. Iglesias no ha sido 
Presidente legítimo de la Corte de Justicia, y de que él mismo se ha 
encargado de hacer la demostración ; y por lo mismo, es inconcuso que 
no es el Presidente legítimo interino de la República, y que es el 
primero que abriga esta convicción. 



Paáo á demostrar que aunque hubiera sido Presidente legítimo de 
la Corte, perdió este carácter desde que se fugó á Guanajuato, y á este 
fin conviene apuntar algunos hechos. 

Después de varios días de ocultación, haciendo correr la voz de que 
se hallaba enf0rmo,'^se bilocó, y el 28 de Octubre próximo pasado 
expidió en Salamanca un manifiesto y suscribió en México unas pro- 
posiciones dirigidas á la Corte, por las que desconocía al Sr. Lerdo 
como Presidente legítimo de la República, á la mayoría de los diputa- 
dos propietarios que no opinando según su particular apreciación, ha- 
bían declarado Presidente para el próximo cuatrienio al referido Sr. 
Lerdo, é hizo una solemne declaración de que asumía el poder Ejecuti- 
vo mientras se verificaban las elecciones. 

¿Son revolucionarios estos actos? Dígalo él: «El resultado de 
«los estímulos revolucionarios, empleados ya sin embozo por medio 
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«de una predicación diaria contra los poderes de la Union, á mas de 
«constituir una infracción constitucional á nadie permitida, ten- 
«drian en la práctica el mas funesto desenlace, que de antemano pue- 
« de profetizarse por los que no son extraños á las lecciones de la 
«historia.» 

El Sr. Lerdo desempeñaba un poder de la Union: la simple pre- 
dicación contra este poder era un atentado contra la Constitución, 
¿V el hecho mismo de su desconocimiento no lo será. . . .? 

Fuera de la Constitución hay procedimientos constitucionales? ¿se 
conoce en derecho público ley alguna constitutiva que reglamente una 
revolución? .... 

Sea franco el Sr. Iglesias; declárese revolucionario, porque efecti- 
vamente lo es, y á nadie engañe con Qngir un papel que no es posible 
representar. 

Pudiera objetarse, que las circunstancias en que se encontró lo 
obligaron á seguir la conducta que ha observado. Esto no es cierto ; 
en la administración del Sr. Lerdo fueron diarias las infracciones cons- 
titucionales, y en esto no cabe cantidad, no cabe mas ó menos; ó to- 
das ó ninguna debieron determinar su conducta. 

Por lo demás, en circunstancias análogas se ha hecho solidario de 
una teoría extravagante en verdad, pero muy distinta de la que deter- 
minó su golpe de estado. 

La cuestión reducida á sus mas simples términos puede plantearse 
en esta forma : 

¿No habiendo habido elección de presidente de la República por 
imposibilidad material, pues lo impedia el estado de guerra en que 
la revolución mantuvo al país, deberá ocupar interinamente la prime- 
ra magistratura el Presidente de la Corte de Justicia? 

Cualquiera diría que sí, en vista del art. 73 de la Constitución, 
y sobre todo del texto expreso é ineludible del art. 82: «Si por cual- 
« quier motivo la elección de presidente no estuviere hecha y publicada 
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«para el lo de Diciembre en que debe aerificarse el reemplazo, 
« ó el electo no estuviere pronto á entrar en el ejercicio de sus fun- 
« cienes, cesará sin embargo el antiguo, y el Supremo Poder Ejecu- 
« tivo se depositará interinamente en el Presidente de la Suprema 
« Corte de Justicia, » 

En Noviembre de 1865 terminaba el periodo legal del Sr. Juárez, 
y para impedir que ascendiera á la Presidencia el general Ortega por 
consideraciones públicas de la mayor gravedad, el Ministerio del Sr. 
Juárez, de que formaba parte el Sr. Iglesias, bajo la presidencia del 
Ministro de Relaciones Sr. Lerdo, inventó la siguiente extravagan- 
te teoría: Cuando por impedimento físico no pudiera haber eleccio- 
nes, debe prorogarse el período de la existencia legal del Presidente 
hasta que sea posible la elección. 

El Sr. Lerdo con su acostumbrada habilidad demostró el principio, 
y para que esto no se extrañe, debe tenerse presente que en su educa- 
ción literaria, siguiendo la escuela de la enseñanza en aquellos tiempos, 
ejercitó su claro talento en objetar la verdad. He aquí un brevísimo ex- 
tracto de sus razonamientos : 

«En los artículos 78, 79, 80 y 82 de la Constitución federal, que 
tratan del período de las funciones del Presidente, tan solo se previo 
el caso de que siendo posible verificar nueva elección, de hecho no 
se verificase ; sin haberse previsto el caso de una guerra como la pre- 
sente, en que mientras el enemigo ocupa gran parte del territorio na- 
cional, es imposible quC'Se verifiquen elecciones generales en los pe- 
ríodos ordinarios. 

c( Es así que no era posible el caso de verificar nueva elección por 
estar ocupada la República por los franceses. 

«Luego debía prorogarse indefinidamente el período del Sr. Juárez, 
haciendo entretanto á un lado al Presidente de la Corte de Justicia. 

(üSolvuntur objectiones. — Cualquiera objeción que se presentara, 
supuesto el caso de que se ignora el tiempo y circunstancias en que pu- 
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dierahaber elecciones, tendría por resultado ceder por tiempo indefinido 
al Presidente de la Corte la primera Magistratura, y en este caso debe 
preferirse al Presidente de la República, porque fué elegido primaria 
y directamente para ejercer el Gobierno, mientras que el Presidente 
de la Corte fué elegido primaria y directamente para ejercer funciones 
judiciales, no confiándole el Gobierno sino secundaria é interinamente, 
en caso de absoluta necesidad. » 

Para que no se crea que intento hacer una caricatura, pongo al fin 
el comprobante respectivo, y él solo demostrará que soy imparcial en 
su análisis y que ni en lo mas mínimo he adulterado el razonamiento. 

Yo supongo, y así es de suponerse, que el Sr. Iglesias, parte inte- 
grante del Ministerio, y que no debió pasar desapercibido asunto tan 
grave, estaría conforme. De lo contrario no habría aceptado la respon- 
sabilidad, porque de hecho se dio un golpe de estado. Así lo compren- 
dió el Sr. Prieto, que á tal grado reprobó esta alteración del orden 
constitucional, que no obstante su íntima amistad con el Sr. Iglesias, 
fué uno de los mas notables partidarios del eliminado Sr. Ortega. 

Pues bien, ahora estuvimos en iguales circunstancias. Por causa 
de guerra, y justísima guerra, no fué posible que hubiera elecciones. 
Para ser consecuente, ¿qué debió hacer el Sr. Iglesias? No consentir 
en la fingida existencia de las elecciones, pero esperar la pacificación 
de la República, y "entretanto reconocer al Sr. Lerdo. 

Sr. Iglesias, ¡en verdad no puede vd. defenderse; vd. mismo, bajo 
todos aspectos, se ha condenado ! 

Hasta en Guanajuato tiene vd. enemigos: ¡mire vd. á su derecha 
al Sr. Prieto burlándose de sus contradictorios principios; vea vd. á 
su izquierda al Ministro de Fomento que le negó la legitimidad de 
título para que presidiera á la Corle de Justicia, con cuyo carácter 
hoy pretende vd. dirigir á la República! 

He procurado demostrar que aun en el caso de que fuera Presi- 
dente legítimo de la Corte el Sr. Iglesias, y aun en el supuesto de que 
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rio hubiese perdido este carácter, por su misma opinión no ha podi- 
do ascender al poder supliendo la falta absoluta del Sr. Lerdo; opi- 
nión en mi humilde juicio errónea, pero que evidencia la rectitud de 
conciencia con que hoy se sostiene lo contrario por las armas. Pero 
en fin, concedamos todo. Fué el Sr. Iglesias Presidente de la Corte, 
estuvo en aptitud de sustituir legítimamente la falta del Sr. Lerdo; 
¿mas llegó el caso previsto por el art. 82? 

Adviértase desde luego que el Sr, Iglesias se enfermó, se bilocó y 
se fugó antes del lo de Diciembre en cuya fecha espiraba el término 
legal de la presidencia del Sr. Lerdo. Téngase presente que la Cons- 
titución no faculta á la Corte misma, menos á uno solo de los indivi- 
duos que la componen, para calificar por sí y ante si los procedimien- 
tos de un colegio electoral, y como dice muy bien el autor del «Es- 
tudio Constitucional sobre facultades de la Corte de Justicia:* «es 
de la esencia misma del sistema de gobierno por interés de la liber- 
tad electoral, el que los colegios electorales superiores califiquen la 
elección de sus miembros, el que esas calificaciones sean irrevisables, 
y el que lo así hecho quede definitivamente legitimado. » Es natural 
inferir que si un elector es irrevisable, los títulos que confiere al electo 
deben serlo también, pues todos son derivación de la misma fuente, 
todo nace de la elección. 

No se olvide que la Cámara de diputados como Colegio electoral 
declaró Presidente al Sr. Lerdo; por último. . . . ¿mas para qué 
proseguir? oigamos al señor Presidente interino, y en abono de mi 
intento permítanme los lectores que reproduzca algunos párrafos de 
su manifiesto, con ligerísimas observaciones. 

«Sobre la Constitución nada.» 
«Sobre la Constitución nadie.» 

Ücurriósele alguna vez al Sr. Juárez emitir en breves palabras 
un gran pensamiento que hará siempre honor á su memoria y lleva 

* Sr. Lie. D. José María Iglesias. 
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impreso el carácter que á todo cuanto tocan imprimen los hombres 
célebres. «El respeto al derecho ajeno es la paz,» decía este hon- 
rado patricio. Los que esperaban cerca del templo de la fama, desde 
entonces empezaron á inventar un mote que les sirviera de pasaporte 
para cuando la fortuna se permitiera abrir las doradas puertas, y cl 
Sr. Lerdo adoptó esto: «La prensa se corrige por la prensa;» (ya 
vimos en otro lugar cómo entendió su axioma). El Sr. Iglesias no 
podia quedarse atrás, é inventó la incompetencia de origen, y el ró- 
tulo que ha puesto sobre sus banderas haciendo una infeliz combina- 
ción de nada, que es lo que existe de legitimidad, y de nadie, que es 
el resultado de tan triste antecedente, mas oportuno habría sido decir : 

«Sobre la Constitución todo.» 
«Sobre la Constitución yo.» • 

« El dia 28 del corriente se ha promulgado el decreto en que la 
«Cámara de diputados declara reelecto al C. Sebastian Lerdo de Te- 
ajada para el cuatrienio que comenzará el I» de Diciembre de 1876 
«y terminará el 30 de Noviembre de 1880. Eúe acto ilegal, audaz 
«desafío á la conciencia pública, proclamación temeraria de la guerra 
«civil, merece una absoluta y completa reprobación.» 

«Es un hecho, en el que todos convienen, que en mas de cien dis- 
« tritos dejó de haber elecciones ; de manera que aun cuando las hubie- 
« se habido en los demás, llamaría mucho la atención la circunstancia 
« notabilísima de no haber tenido participio en un acto de tamaña im- 
« portancia casi la mitad de la República.» También la mitad de la Re- 
pública, según antes hemos visto, no tuvo participio en la elección de 
Presidente de la Corte, que fué un acto de grande importancia. 

«De los distritos en que nadie controvierte «la falta de elección, 
no la hubo.» * 

El que nadie controvierta una elección que no existió, es un ejem- 
plo que debiera anotarse en la historia de las debilidades del criterio 
humano. 
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((Tanto en uno como en otro caso (de exceso ó falta de quorum) 
(( las votaciones respectivas no deben computarse, supuesta su patente 
a nulidad.» 

Este grave defecto tuvo lugar en la elección del Sr. Iglesias. 

((En resumen: ya sea que se atienda al número de distritos en 
(( que todos convienen no haber habido elecciones ; ya á los colegios 
(( electorales en que faltó ó sobró quorum, ya á la desaparición del ré- 
(( gimen constitucional en los Estados declarados en sitio, con las cir- 
a cunstancias agravantes de destitución de los Ayuntamientos legítimos, 
« formación de otros ilegales, y uso de diversos arbitrios ilícitos para 
a falsear el sufragio ; ya en fin al sistema general de suposición de 
(( otros, fabricación de expedientes, adulteración de colegios ú otros 
((abusos bien marcados; la consecuencia fundada é incontrovertible 
(( que de tales antecedentes se deduce, es la de que en los meses de 

m 

((Junio y Julio de 1876 no hubo elecciones de Presidente de la Re- 
ce publica.» ' 

¿Cómo se atreve el Sr. Iglesias á ponernos un resumen de su mis- 
ma elección? 

En seguida trascribe una buena parte de su folleto, «por ser apli- 
(( cable sin variación de una coma á las elecciones del Sr. Lerdo.» 
Ya en otro lugar hice presente que sin variación de una coma, es 
aplicable á la elección de Presidente de la Corte, y aun puede supo- 
nerse que la memoria de los hechos que entonces tuvieron lugar, sir- 
vieron para la formación del célebre opúsculo. 

(( La consecuencia de mis actos prueba que no cedo ahora á las su- 
(( gestiones de una ambición personal, de lo que estoy bien lejos; am- 
(( bicion que solamente un imbécil podría abrigar en las presentes cir- 
ce cunstancias, cuando la situación política se encuentra envuelta en 
(( serias complicaciones, entre las cuales descuella una absoluta falla 
« de recursos capaz por sí sola de derribar al Gobierno mejor consti- 
(( tuido. » 
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Es verdaderamente extraño oir de un hombre de estado el irregu- 
lar concepto de que la Presidencia de la República solo deberla am- 
bicionarse cuando hay recursos y no existen complicaciones políticas. 
En la pobreza y en el peligro solo un imbécil puede gobernar. 

¡Oh cuan inútil fué al Sr. Iglesias estar tanto tiempo al lado del 
inmortal Juárez ! Ciertamente no ha sido digno de tan distinguido 
honor. 

Pues qué, ¿los hombres de Guanajualo se figuran que para gobernar 
con talento se necesita manejar recursos y vivir en paz octaviana? 

« La autoridad que obra con el propósito indudable de abusar en 
« las funciones de su oficio, no puede convertir en derecho la falta de 
íí cumplimiento de sus obhgaciones. » 

c( En la Constitución y en las leyes no hay unos artículos que sean 
a obligatorios y otros que no lo sean. Todos, absolutamente todos, 
a sin excepción alguna, tienen igual fuerza y validez, » 

(sMuy lejos estoy por cierto de querer establecer como regla ge- 
«neral, la de que cada vez que la Cámara declare ó haga la elección 
«presidencial, quede al arbitrio de los descontentos reclamarla, pro- 
(evocando serios desconciertos. Erigida en sistema esa corruptela, en- 
c( volverla al país en una anarquía perpetua, de la que procederían con- 
(( secuencias desastrosas. 

o: Inadmisible en. la teoría, seria insostenible en la práctica. La na- 
cí cion no toleraría que se estuviese perturbando su tranquilidad sin 
c( motivo alguno ó con motivos fútiles, por unos cuantos revoluciona- 
«rios de oficio. Emprendería la tarea de perseguirlos, de vencerlos, 
((de aplicar el castigo á que se hubieren hecho acreedores. 

(( Pero lo que como regla es inaceptable, cabe perfectamente con- 
« siderado como excepción, con tal de que llene las condiciones es- 
(( pecialísímas, destinadas á justificar el procedimiento. A fin de com- 
ee probar que nos encontramos en la actualidad en esas circunstancias 
c( excepcionales, se hace preciso recordar los antecedentes ya relacio- 
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« nados. Cuando en la conciencia universal está que se pretende dar 
« validez á las elecciones no hechas, á elecciones falsificadas, el pa- 
ce triotismo, bien entendido exige la resistencia al fraude, por mas que 
« se procure revestirlo con una apariencia de legalidad. Los revolu- 
(( cionarios no son entonces los que se oponen á la violación de los 
« principios constitucionales ; los revolucionarios son los que rompen 
« sus títulos de legitimidad para proclamar una insensata usurpación.» 

«Conducta digna por cierto de la imitación de la posteridad.» 

«De esperarse es que ese pueblo, en quien no se puede, sin te- 
« meridad, desconocer el perfecto derecho de no conformarse con la 
«violación de su Código fundamental, reivindique sus hollados fue- 
(aros, para que nadie vuelva A tener el atrevimiento de concuU 
<a Carlos.-» ¡Bien! 

Faltaría á la debida imparcialidad si no confesara de la manera 
mas explícita la profunda impresión que siempre me han causado los 
pensamientos del Sr. Iglesias, impresión, sin embargo, que jamás me 
ha llegado á dominar. Sus trabajos en derecho político, son á mi jui- 
cio, notabilísimos, y él solo ha recogido los títulos para ocupar en la 
serie de nuestros publicistas un lugar distinguido á la altura de los 
Mora y el inolvidable Zavala. 

El mejor servicio que pudiera prestar á la República, servicio de 
la mayor importancia, seria retirarse á la vida privada y consagrar sus 
últimos dias á trabajos científicos enteramente teóricos, trabajos re- 
comendados por la justa fama de su claro talento, de su juicio sóli- 
do, y puestos á cubierto de la maledicencia por el respeto que inspi- 
ran sus honradas canas. 

Es la verdad, yo por lo menos así lo creo ] el Sr. Iglesias nació para 
hacer libros; pero es enteramente inepto en la práctica, no sirve (per- 
mítaseme la tosca frase ) para hacer revoluciones. Estaría bien al frente 
de una academia de ciencias políticas y sociales, pero nunca debió pen- 
saren la presidencia de la República, puesto reservado para otras capa- 
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cidades de distinto géíiero. Dios no lo ha llamado por este camino, é 
irremisiblemente se pierde por desobedecer los decretos del Altísimo. 
No es este el primer ejemplo que tenemos de aberraciones semejan- 
tes; la humanidad en la historia de su saber registra muchos fenóme- 
nos de esta especie. El príncipe de la prosa latina lloraba en su im- 
potencia para hacer versos como debieran ser los suyos. El inmortal 
Cervantes se olvidaba de su célebre manchego, de su inimitable San- 
cho para roer los cimientos de granito sobre que la fama había elevado 
á un Lope y á un Garcilazo. 

Sr. Iglesias: vuelva vd. sobre sus pasos; derrame vd. sobre noso- 
tros el rico tesoro de su experiencia, ilustrado por su constante estudio 
é innegable saber; pero no se ahogue vd. en sangre inocente; ya que 
tiene vd. derecho para ser querido, no nos obligue á que lo odiemos, 
á borrar su recuerdo de nuestra memoria y hasta las mismas letras 
del alfabeto con que se escribe su nombre ! 

He trascrito algunos párrafos del manifiesto del Sr. Iglesias para 
poner en evidencia su talento, en ridículo contraste con su conducta. 
El, en efecto, ha probado en su manifiesto que no debía pronunciar- 
se : (( En lo que á mí toca, si bien he proclamado yo qut no me con- 
cierne ser juez en la cuestión. ...» 

¿Pues cómo, señor, si vd. no es juez en la cuestión, asume vd. el 
carácter de Presidente de la Corte para declararse Presidente de la 
República? Si el deber de vd., como paladinamente lo confiesa, fué 
simplemente el de protestar, y esta es la conclusión de sus luminosas 
razones, ¿por qué no fué vd. consecuente? ¿por qué no protestó vd. 
y en seguida se retiró á su casa, y con el valor que da la arraigada 
convicción, sin enfermarse, sin bilocarse, sin fugarse? 

¿Por qué no , como su ilustre amigo el Sr. Juárez, esperó vd. que se 
le abrieran las puertas de la prisión (caso de que temiera vd. la reali- 
zación de ese peligro), si creía que su deber le imponía este sacrificio? 
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¿La simple protesta envuelve en sí un golpe de Estado? No hay 
legitimidad en la ilación de estos dos pensamientos, y esto á vd. no 
se le oculta. 

La imitación de la conducta del Sr. Juárez ha extraviado á rau^ 
chas inteligencias. Dígalo si no el Sr. Lerdo que quiso repetir la he- 
roica peregrinación, y no consiguió mas que la muerte mas ignomi- 
niosa, la del desprecio: dígalp si no el Sr. Iglesias, que ha querido 
imitar la elevación al poder del caudillo de la Reforma, y está des- 
moronándose en medio de su ejército lucido. 

Sin necesidad de entrar en un análisis minucioso de los pensamien- 
tos con que el Sr. Iglesias disculpa su extraña conducta, á primera 
vista aparece que el manifiesto, todo prueba menos la legitimidad con 
que quiere asumir sobre sus débiles hombros el enorme peso de la 
dirección del Estado. 

En efecto, no hubo elecciones, fué una farsa, fué una indigna su- 
perchería la declaración del Congreso en favor del Sr. Lerdo, y como 
de tiempo atrás habíamos sido víctimas de atentados análogos, y no 
había, ni era posible que lo hubiera, un remedio constitucional que 
pusiera á la República á cubierto de las maquinaciones de un hom- 
bre ambicioso, porque los recursos legales son impotentes ante la pro- 
funda inmoralidad de las personas encargadas de ponerlos en acción ; 
era necesario colocarse fuera de las leyes para atacar al poder, que 
violándolas las oponía, sin embargo, como su escudo. 

Si la Constitución que nos rige es la Constitución realizada en las 
administraciones de los Sres. Lerdo y Juárez con la colaboración im- 
portantísima del Sr. Iglesias, no tengo el menor embarazo en repug- 
nar la Constitución misma. 

El general Díaz se pronunció y aceptó un carácter revoluciona- 
rio, no lo niega, y orgullo y legítimo orgullo debe tener en confesarlo 
porque el sentimiento popular que representa no necesita buscar un 
artículo imposible para desahogarse y triturar á sus enemigos. 
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Para la redacción del Plan de Tuxtepec no fué necesario consul- 
tar el Fuero Juzgo, y para su realización no se hicieron inútiles en- 
sayos de una fingida elocuencia que evidencia al orador sin conmo- 
ver al público. 

La experiencia es superior á las elucubraciones teóricas del mejor 
entendimiento, y es necesario decirlo de una vez, el porvenir de la 
República no debe sacrificarse en aras de la admiración de una ideal 
filosofía, filosofía que no ha podido aún reunir sus matices en la luz 
blanca que ilumine á la verdad. 

Nos preocupamos demasiado con los sabios, y la exageración de 
nuestro afecto convierte en nociva su habilidad. 

La fama de los talentos del Sr. Lerdo, ¡cuan cara nos ha costado! 

A un hombre nacido única y exclusivamente para probar la me- 
ñor, lo convertimos en hombre de gobierno. Otro, especial en el arte 
de la pantomima, lo convertimos en diplomático, y ha puesto en pe- 
ligro nuestras vidas. A alguno que recogió la lira de Quintana para 
cantar la muerte de Zaragoza, lo declaramos financiero, sin recordar, 
¡ oh vergüenza ! que es de los que para restar / le pide tino prestado 
al cero que vale diez! Es mil veces peor la confusión de las aptitu- 
des que la simple torpeza . 

Permítanme los lectores el largo paréntesis ; iba yo á probar que el 
Sr. Iglesias no puede, protestando , convertirse en Presidente ; que 
haciendo á un lado su amor propio, debe comprender que está fuera 
de su lugar, y que ya que el destino elevó su nombre á inmerecida 
altura, no insista en ponerlo al lado del virey Marquina; nos dejaría 
la misma triste memoria de aquel reinado! 

Todo esto lo iba yo á comprobar; pero sin injuria de mis lectores, 
no puedo razonar la evidencia. 

E. Ordaz. 



DOCUMENTOS JUSTIFICATIVOS 



Me ha parecido conveniente añadir á este desuñado trabajo, el texto 
de algunos de los documentos justificativos de que he hecho mérito. 
Asi se podrá juzgar mejor de la oportunidad de su aplicación. 



8ESI0N BEL BIA 15 BE MAYO BE 1873. 

Presidencia del C. Romero Rudio. 

Se erige la Cámara en colegio electoral para tratar de la elección de presídeme y magistrados de la 

Suprema Corte de Justicia. 

Comenzó la sesión por secreta, y abierta la pública á las tres y media, el 
ciudadano presidente anunció que se erigía la Cámara en colegio electoral. 

El C. Valle dio lectura al dictamen de la comisión escrutadora, que dice : 

« La comisión nombrada para hacer el escrutinio de las elecciones de Pre- 
sidente de la Suprema Corte de Justicia y magistrados S° y 8" de la misma, 
ba examinado con la mayor diligencia los expedientes que se le han pasado, en 
número de ciento cincuenta y ocho, correspondientes á otros tantos distritos 
que verificaron las elecciones; y de ellos, en ciento cincuenta y siete observa 
que no hay protesta ni queja, teniendo á su favor la presunción de que los ac- 
tos á que se refieren, pasaron con la libertad y la observancia de los requisi- 
tos que exige la ley electoral. \ 

El acta del Distrito He San Jnan riel Rio. Hfil Estado dfi Oiip.rfHaro. no exnre- 
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sa el número de los electores que formaron el colegio ; y careciendo la comi- 
sión de todo dato, no ha podido hacer el cómputo de votos. 

De los ciento cincuenta y siete distritos que hicieron elecciones, ciento cua- 
renta y ocho las verificaron el 23 de Febrero del presente año, dia señalado por 
el Congreso de la Union en las convocatorias publicadas en 27 de Noviembre 
y 6 de Diciembre de 1872. La diputación permanente, teniendo noticia de que 
en varios distritos no habia habido elección, expidió tres convocatorias en 27 
de Febrero, 6 y 13 de Marzo de este año, mandando que se hicieran eleccio- 
nes en 31 distritos, de los cuales solo las hicieron 9, quedando 22 sin ellas. 
Supuestos estos antecedentes, la comisión procedió á computar los votos 
emitidos ; y esta operación dio el resultado siguiente : 

Para la elección de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, votaron 

ocho mil quinientos cuatro electores 8.504 

Favorecieron al C. José Maria Iglesias 5,488 

Al C. Vicente Riva Palacio 1 ,078 

AlC. Porfirio Diaz 062 

A varios ciudadanos 950 

Cédulas en blanco 20 

Para tercer magistrado sufragaron ocho mil cuatrocientos 

cincuenta y dos electores. 8,452 

Por el C. José María Lozano 5,365 

Por el C. Francisco Gómez del Palacio 518 

Por el 'C.Vicente Riva Palacio 381 

Por varios ciudadanos 2,143 

Cédulas blancas 45 

l^ara 8® magistrado votaron ocho mil cuatrocientos ochen- 
ta y nueve electores 8,489 

Lo hicieron por el C. Manuel Castañeda y Nájera. . . . 4,849 

Por el C. Eulalio Maria Ortega 103 

Por varios ciudadanos 3,490 

Cédulas blancas 47 

Conocidos estos pormenores, la comisión se ocupó de examinar si habia etec- 
cion; decidiéndose en sentido afirmativo sobre muchas consideraciones, por 
los sólidos fundamentos que contiene el luminoso dictamen presentado en 27 
de Octubre de 1872 por la comisión que hizo el escrutinio de la elección del 
actual Presidente de la República, cuyo dictamen, á mas del peso que le da 
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la justa reputación de sus autores, tiene para la comisión actual la autoridad 
incontestable de haber sido aprobado casi unánimemente por el Congreso de la 
Union. 

En el expresado dictamen se hace mérito de que en la elección de presi- 
dente, del año de 1857, solo volaron 8,723 electores ; en la de 1867, 10,380, 
y en la mas numerosa de 1871 , no pasaron los sufragios de 12,371 . Hoy po- 
demos agregar que en ese mismo escrutinio de que se ocupaba la comisión an- 
terior, solo hubo 10,312 votos. 

Completando su trabajo la comisión citada, toma el número de votos que 
entonces se emitieron en ciento setenta distritos electorales, computa los elec- 
tores que pudieron dar los distritos en que no hubo elección, y de ambas par- 
tidas saca un total de 13,912 electores, número máximo que puede dar la Re- 
pública con su población actual. 

La comisión se abstiene de presentar las graves dudas que abriga sobre si 
en efecto puede llegar hasta ese número el total de electores. Acepta el re- 
sultado, y aplicándolo al caso presente y hablando en números redondos, dis- 
curre de esta manera: los electores de la República deben ser catorce mil; 
han votado en la elección de presidente de la corte, 8,504; en la elección de 
tercer magistrado, 8,452 ; y en la de octavo magistrado, 8,489. Paraflue ha- 
ya mayoría absoluta, se necesita la mitad y uno mas, es decir, siete mil uno ; 
luego en las tres elecciones hubo quorum con exceso. 

En el juicio de los que suscriben, no se debilita este concepto por la ob- 
servación que pudiera hacerse con lo dispuesto en la segunda parte del artí- 
culo 53 de la ley electoral, que exige que la convocatoria sea general cuando 
se trate de elecciones de presidente de la Repúblira, ó individuos de la Supre- 
ma Corte de Justicia. La comisión entiende que la diputación permanente tuvo 
graves motivos para expedir esas convocatorias complementarias, y advierte 
que entre las seis faltas á que el artículo 54 de la misma ley reduce las cau- 
sas de nulidad en las elecciones, no se encuentra la infracción del artículo 53; 
de modo que bien pudiera ser que la diputación permanente se excediera, sin 
que ese exceso recaiga sobre la validez de la elección. 

La comisión repite que no se detiene en esforzar esta contestación, porque 
aun bajando el número de votos emitidos por los nueve distritos que hicieron 
elección á consecuencia de las convocatorias expedidas por la diputación per- 
manente, queda quorum de electores y mayoría absoluta en favor de los elec- 
tos, como lo demuestran los cálculos siguientes : 
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Elección de presidente de la Suprema Corte de Justicia : 

Votos emitidos 8,504 

Se deducen los de los nueve distritos 582 

Quedan 7^922 

Obtuvo el C. José María Iglesias 5,488 

De estos en los nueve distritos 206 

Quedan 5,282 

El quorum para presidente de la Suprema Corte 

es de 7,922 

Su mitad y uno mas . . * 3,962 

Obtuvo 5,282. 
Tercer Magistrado : 

Votos emitidos 8,452 

Pertenecen á los nueve distritos 670 

Quedan 7,782 

Obtuvo el C. José Marta Lozano 5,365 

De ellos fueron emitidos por los nueve distritos. 243 

Quedan. ..... 5,122 

Es el quorum 7,782 

Mayoría absoluta 3,892 

Octavo Magistrado : 

Votos emitidos 8,489 

Votos de los nueve distritos 635 

Quedan 7.854 

Obtuvo el C. Manuel Castañeda y Nájera. . . . 4,849 
De estos fueron de los nueve distritos 224 

Quedan 4,625 

Quorum 7,854 

Mayoría absoluta 3,928 

Obtuvo 4,625 

A juicio de la comisión está probado por las actas que hicieron elecciones 
en 23 de Febrero 148 distritos electorales, que forman una mayoría consi- 
derable de los 227 en que está dividida la República. Está igualmente pro^ 
bado que en las tres elecciones votaron mas de 7,700 electores, que hacen 
^ mayoría absoluta de los electores de la República ; y habiendo obtenido raavo- 
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ría absoluta en la respectiva elección los CC. José María Iglesias, José María 
Lozano y Manuel Castañeda y Nájera, la comisión concluye sujetando á la de- 
liberación del colegio electoral, las tres siguientes declaraciones : 

<íi^ Es presidente constitucional de la Suprema Corte de Justicia el C. 
José María Iglesias. 

« 2» Es tercer magistrado propietario de la Suprema Corte de Justicia, el 
C. José María Lozano. 

o: 3» Es octavo magistrado propietario de la Suprema Corte de Justicia, el 
G, Manuel Castañeda y Nájera. y> 

Sala de Comisiones del Congreso de la Uniou. México, Mayo 15 de 1873. 
— Yañez. — Guillermo Valle. — Montes. — Hernández y Hernández. 

• 

El C. Buenrostro. — El Congreso habrá podido observar desde luego por 
la cuenta arítmética que acaba de hacer uno de los miembros de la comisión, 
el sofisma con que se ha querido persuadir al Congreso, y en el cual eviden- 
temente aparecerá la verdad. En el dictamen de la comisión se dice que han 
votado por el C. Iglesias 5,488 votos. El ciudadano preopinante ha dicho 
lo siguiente : ce el censo de las poblaciones, no buscando el censo anterior, sino 
« el federal, que es el correspondiente á 227 diputados, es el censo oficial al 
«que debemos sujetarnos.» Es necesario saber cuál es el número de electo- 
res correspondiente á 227 diputados; pero supongo que sea de 16,040 como 
dice el ciudadano preopinante, y la mitad y uno mas son 8,021 . Luego para 
tener la mayoría absoluta, se necesitan los 8,021 para poder ser declarado 
cualquiera de los candidatos Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Es 
así que el candidato que propone la comisión no ha obtenido mas que 5,488, 
luego no tiene la mayoría absoluta. Esta simple circunstancia creo que basta, 
pero aun hay otra consideración. 

No porque se trata del Sr. Iglesias, sino de cualquiera de los candidatos, 
yo veo siempre las cuestiones en general. Hacer la cuestión particular, es 
buscar los casos determinados y arrancar de esta manera la decisión del paría- 
mento. Es necesario que comprendamos que en política las cosas cambian, y 
ahora sine lo que mañana trocándose los papeles puede perjudicar. Los que 
nos guiamos por los principios, los que venimos á cumplir con nuestro deber, 
no podemos acceder á consideraciones particulares, porque cuando se trata de 
una cuestión tan importante, de una cuestión tan vital, nos' parece muy ruin 
y muy pequeño entrar en esta clase de consideraciones. 
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Supongo yo, y desearía que el miembro de la comisión se sirviera decirme 
¿qué cifra resultaría si los siete mil y tantos votos no emitidos fuesen en favor 
del C. Riva Palacio? Resultaría la cifra de nueve mil y tantos votos contra 
cinco mil y tantos que tiene el Sr, Iglesias. 

Por esto se/^ve, que lo que se ha querído es que la minoría de la República 
sufrague contra la mayoría. To no protestaré, porque estoy cansado de pro- 
testar, y el Congreso hará lo que crea bueno en su alta sabiduría, y votará de 
la manera que lo crea mas conveniente ; pero si creo de mi deber establecer 
esta cuestión que me parece de suma importancia para el porvenir de la Re- 
pública. Si ha de ser cierto que nuestras leyes no han de ser papel pintado, 
es necesario que seamos consecuentes y no digamos hoy una cosa y mañana 
otra. Si, pues, es una verdad que para hacer la declaración del Presidente 
de la República se necesita la mitad y uno mas de los votos de los electores de 
la República, y el digno miembro de la comisión nos ha dicho que el censo de la 
población de la República es de 16,040, la mitad y uno mas son 8,021. En 
tal concepto, ó elSr. Iglesias no ha obtenido este número de votos, ó entonces 
las matemáticas perdieron todas sus reglas, hasta ía operación primera de la 
aritmética, que es la suma. Tenemos esta demostración : que el C. Ríva Pa- 

■ 

lacio ha obtenido 1 ,098 y el C. Porfirío Diaz 962 ; sumados son 2,040 ; y que 
los votos de la minoría de la República son los que deben decidir el resultado 
de la elección, como lo pretende la comisión. ¿Esto es democracia, esto es 
consecuencia con los principios republicanos, esto lo que ha mandado la ley? 
Si esto es asi, entonces yo evidentemente quedaré satisfecho, cuando el indivi- 
duo de la comisión me demuestre que tres pueden elevarse á nueve sin que so 
tome su raíz cúbica; si esta elevación puede hacerse, entonces declaro que cinco 
mil cuatrocientos y tantos votos son la mayoría de los electores que debe dar la 
República. 

Hay otra circunstancia que quisiera hacer presente á la Cámara para que 
la tenga en cuenta á la hora de la votación, y es esta: siendo verdad, como 
es, que el Congreso no votará otra persona que no sea el Sf. Iglesias, ¿para 
qué se quiere que haya votado la mayoría y uno más de los electores, y pa- 
ra qué entonces la diputación permanente mandó hacer elecciones, pero no 
por medio de una convocatoria general, sino por medio de una especial? 
¿para que se declarara lo que hoy se consulta en el dictamen de la comisión? 
¿És posible que esto pueda ser legal, que esto pueda ser conveniente, que 
esto pueda pasar aquí? Apelo á los hechos, y si acaso en algo me equivoco, 
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pido que se me confunda, porque lo único que busco es la verdad y la razón. 
Hay otra circunstancia que deberían tener presente los individuos de la comi- 
sión, y es esta : las elecciones de Yucatán se han hecho por una autoridad que 
el Congreso ha declarado ilegitima, y por lo mismo no pueden declararse vá- 
lidas, porque la representación nacional, una vez declaradas ilegitimas estas 
autoridades, no puede después declarar válidos los actos que ejercidos por ellas 
son ilegítimos. Estas cuestiones las paso someramente con el solo objeto de 
que el Congreso tenga á la vista todo lo que hay sobre el particular, y vote 
lo que crea mas conveniente. Se nos habia indicado por alguno de los miem- 
bros de la comisión, que en otras ocasiones se habia pasado porque con un 
número relativamente semejante se hiciera la declaración que hoy se pretende. 
Pero mientras no sepamos de una manera oficial cuál es el censo de la Re- 
pública, se tiene que proceder conforme al número de votos que aparezcan en 
la votación. Por lo mismo he demostrado matemáticamente que no se tiene la 
mayoría absoluta, porque si los distritos que faltan de votar lo hicieran en 
favor del C. Riva Palacio, se tendría una mayoría de votos superior á los que 
ha obtenido el Sr. Iglesias. 

Si los individuos de la comisión me demuestran lo contrario, no volveré á 
hacer uso de la palabra ; pero si esto no fuere, tal vez tendré que volver á ha- 
cer uso de ella. 

El C. Baz. — Señor : el Sr. Yañez afirma que para la declaración de pre- 
sidente y magistrados de la Corte bástala mayoría de los votos emitidos confor- 
me al art. 51 de la ley de 12 de Febrero de 1857, y que esta mayoría la ha 
obtenido el Sr. Iglesias. El art. 51 de la ley de 12 de Febrero de 1857 dice 
dos cosas : 1» Que la comisión escrutadora examinará los votos emitidos. 2''» Que 
declarará presidente al que obtenga la mayoría. La primera prevención es na- 
tural, porque para indagar la comisión quién tiene votos y en qué número, de- 
be consultar solamente los votos emitidos. La segunda parte dice simplemente 
que se declare presidente al que obtuviere la mayoría de votos : cuál debe ser 
esta, lo expresa en los artículos 44 y 46, que son anteriores y en los que ter- 
minantemente previene que esta sea de los electores déla República. 

Esto es claro, es evidente. Los artículos de la ley de 12 de Febrero, como los 
de todas las leyes, tienen su concatenación 6 enlace preciso. El verdadero sen- 
tido é intehgencia legal de cada uno de ellos debe deducirse de su combina- 
ción. En ningún caso puede entenderse ó interpretarse el mandato de ninguno 
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de sus artículos, de modo que nulifique ó destruya lo prevenido en otro anterior. 
Conforme á estos principios claros é intergiversables de interpretación, si el 
art. 51 previene que se declare presidente al que hubiese obtenido la mayoría 
de votos, debe forzosamente entenderse que esta mayoría es la de que hablan 
los artículos 44 y 46, que son anteriores, siendo por consiguiente la mayoría 
de los electores de la República. 

Los Sres. Yañez y Montes afirman que por electores de la República deben 
entenderse los que voten, no los que no lo verifican : que estos son seres idea- 
les y fantásticos que es imposible computar y que la ley no puede tener en 
cuenta. 

Esta aserción tiene contestaciones muy precisas y victoriosas. Los electores 
de la República son los que esta tiene derecho á nombrar conforme á la cons- 
titución y leyes electorales, estas previenen que se nombre un elector por cada 
quinientos habitantes; si no se hace el nombramiento, los electores son seres 
legales aunque de hecho no existan, y deben tenerse en cuenta para los efectos 
de la ley. Un ejemplo probará esto palpablemente. El art. 64 de la constitu- 
ción previene que «el Congreso no puede abrir sus sesiones ni ejercer su 
encargo sin la concurrencia de mas de la mitad del número total de sus miem- 
bros. y> La fracción VIII del artículo 70 establece que para la formación de 
una ley se necesita la « aprobación de la mayoría absoluta de los diputados pre- 
sentes.» 

El Congreso ha fijado en 227 el número total de sus miembros. Conforme 
á todas estas disposiciones, no puede declararse instalado con menos de 114 
diputados, que es el quorum legal, por ser la mitad y uno más del número 
total de sus miembros, ni puede expedir ley que no tenga en su favor lo menos 
58 votos, que es la mitad y uno más del quorum legal. 

Si se adoptasen los principios que fija en su dictamen la comisión, cuando 
por cualquier motivo la nación solo eligiese cien diputados, por ejemplo, el 
quorum se formaría con 51, y para la expedición de una ley bastaría el voto 
de 26 individuos. 

A nadie le ha ocurrido hasta hoy interpretar así las leyes, y para la vali- 
dez de los actos del Congreso se tiene en cuenta el número total de diputados 
que la Convocatoria manda elegir, y no los que de hecho han sido electos. Se 
consideran seres legales los diputados aun cuando no hayan sido nombrados ; 
no se les reputa jamas como seres ideales 6 fantásticos. Lo mismo debe hacer- 
se con los electores de la República cuando se trata de la elección de maffis- 
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trados; no deben reputarse estos los que votan, sino los que la nación tiene 
derecho á nombrar. 

Para huir este argumento intergiversable se pondera por la comisión la di- 
ficultad de conocer el número total de electores, llevando la ponderación hasta 
el grado de calificar de imposible la indagación del número de los electores de 
h República . 

La comisión ha creido necesario para que haya elección de presidente y ma- 
gistrados de la Corte, el que voten la mitad y uno mas de los electores de la Re- 
pública, ha fijado el total de estos en 14,000, y afirma que votaron mas de 
7,001 , que es la mitad y uno mas de los electores de la República. Estas son 
las palabras textuales que asienta en el párrafo último de la parte expositiva 
de su dictamen. 

La comisión conoció y fijó el número de los electores de la República cuando 
quiso en este hecho buscar apoyo á su dictamen, y ahora que se trata de dar 
cumplimiento al texto expreso del artículo 46 de la ley de 12 de Febrero de 
1857, dice que es imposible conocer el número de aquellos electores. 

La comisión reconoció como electores de la República, no solo á los que 
votaron, sino á los que debieron ser nombrados, y los tuvo en cuenta cuando 
en ello pretendió fundar la proposición con que concluye su dictamen; y hoy 
que se exige se dé cumplimiento á una ley que manda que no se declare pre- 
sidente de la Corte, sino al que obtenga la mitad y uno mas de los electores 
de la República, se dice por esta misma comisión que electores de la República 
son los que votan, y que los que no votan son seres ideales y fantásticos. Esto 
es una contradicción manifiesta. Este es un juego de cubiletes. 

No hay dificultad legal de fijar el número total de electores de la República, 
pues que pueden marcarse con las bases arriba asentadas ; pero si las hubiere, 
las dificultades no derogan las leyes, sino que deben vencerse para darles cum- 
plimiento. 

El Sr. Montes dice, que así como para que haya Congreso basta la mitad 
y uno mas de sus miembros, y para que haya ley basta que voten la mitad y 
uno mas de los presentes, así en la elección de magistrados es bastante que vo- 
ten la mitad y uno mas del total de electores, y para que alguno se declare 
electo es suficiente que obtenga la mayoría absoluta de los que votaron. 

Esto no es exacto ; el Congreso en esta materia se arregla á los artículos 
61 y fracción 8» del art. 70 de la Constitución , mientras que la elección de pre- 
sidente y magistrados de la Corte está sujeta á los artículos 46 y 49 de la ley 
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de 12 de Febrero de 1857, que expresamente previenen que para que algu- 
no sea declarado electo se necesita la mayoría de los votos de los electores de 
la República. 

No hay remedio : ó se cumple al pié de la letra lo que dispone la ley, ó su- 
cederá mañana que votando tres mil electores, con mil quinientos uno se de- 
clarará electa á una persona para presidente de la República por elección po- 
pular. Lo que se dice de tres mil se puede decir de trescientos, y entonces 
consiento cincuenta y un votos se entenderá nombrado algún presidente de 
la Corle. 

Ni se objete que esto no puede suceder, porque para que haya elección, es 
preciso que voten la mitad y uno mas de los electores de la República ; primero 
porque no hay artículo que así lo prevenga ; segundo, porque no sujetándose 
la comisión á bases fijas, como no se ha sujetado hoy, marcarán mañana el 
número que les plazca. 

Ni sirve de argumento en defensa de la comisión el que ya en otra vez se 
ha declarado á alguno electo por la mayoría de los votos emitidos, pues tal de- 
claración es tan ilegal como la que hoy se haga en ese sentido. 

La última declaración que se hizo en favor del Sr. Lerdo, no puede servir de 
apoyo á lo consultado por la comisión, porque este, al declarársele electo pre- 
sidente tenia en su favor 9,520 votos, que al mismo tiempo que era mayoría de 
los votos emitidos, lo era de los electores de la República. 

La cuestión que hoy se debate es sobre la observancia de la ley. Hágase la 
elección como se hiciere, el resultado probabiemente será el mismo ; no viole- 
mos, pues, inútilmente la ley. 

Las decisiones de los cuerpos legislativos forman los precedentes y la tra- 
dición que sirve de regla en los casos futuros para decidir cómo deben enten- 
derse y aplicarse las leyes. Estas mismas decisiones sirven para que los le- 
gisladores pongan su atención y fijen en las nuevas disposiciones la verdadera 
interpretación que debe dárseles. Cuando no consiga hoy que la Cámara vote 
con arreglo á la ley, si conseguiré los objetos antes indicados, lo que es bien 
interesante. 



El C. Alcalde. — Previene, señor, el reglamento del Congreso, que al con- 
cluirse la sesión de cada día, se anuncie al Congreso el asunto que deba poner- 
se á discusión en la inmediata. Habiéndose olvidado en la sesión de ayer esa 
circunstancia, no se anunció que hoy se trataría de la elección de presidente 
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para la Suprema Corte de Justicia. No inculpo al señor presidente, porque 
han sido tan graves los asuntos que en estos dias se han tratado, que han im- 
pedido que se presentara el dictamen de elección, y por lo mismo su señoría 
no podia saber que hoy lo presentarla la comisión ; pero hoy que se presenta, 
bien pudo acordar que la discusión fuese mañana. De esta manera, los que 
temamos intención de combatir el dictamen, habríamos tenido tiempo de pre- 
venirnos en la discusión, y habríamos tenido tiempo de estudiar la cuestión 
para presentar al cuerpo electoral los argumentos que en su contra teniamos, 
pero no ha sido asi; materialmente yo he sido cogido de leva, lo confieso, y 
por esto estoy hablando sin tener conocimiento de lo que se ha dicho, mien- 
tras que si se hubiera anunciado la discusión anticipadamente, yo babria asis- 
tido desde el principio de la sesión. 

El motivo por el cual no se anunció la discusión, cada cual puede pregun- 
társelo á si mismo y darse la respuesta. Yo no quiero darla ; pero el hecho 
es que esta cuestión grave, gravísima, se ha querido tomar rápida, para que 
de repente y sin discusión, con solo dos que hablaron en pro y dos en contra, 
quede resuelto un asunto de gravísima importancia. Muy respetables son los 
señores que firman este dictamen ; pero cuando yo veo que en una cuestión de 
tanta importancia se dice que el número de los electores de la República ha 
de ser de 43,902 ; cuando saben que deben ser 227 multiplicados por 80, ó 
por 41 por lo menos, no puedo sino suponer que han padecido una equivoca- 
ción en su dictamen. La comisión dice lo siguiente : (Leyó.) 

Uno y dos son tres, tres y cuatro son siete, siete y ocho quince ; luego uno 
y ocho son quince. Esto es lo que nos viene á proponer la comisión. La ma- 
yoría debe ser 14,000 ; votaron ocho mil, luego no fueron los catorce. Si hu- 
bieran sido 14,000, 7,000 y pico habrían sido la mitad y uno más; pero si 
solo votan ocho mil, ¿ocho son catorce? ¿Pues cómo puede venirse á decir 
lo que no es cierto? Ahora, si han votado catorce mil, como se dice, la mitad 
y uno mas de estos catorce son siete rail y pico. Es así que el Sr. Iglesias no 
ha obtenido mas que cinco mil y pico ; luego no tiene siete mil y pico que es 
la mitad y uno más de catorce mil. Pero se ha dicho: debemos atenernos á 
que los diputados son 227 y para el quorum basta que hayan 114; pero si solo 
han votado en la República estos 114, no se les puede recibir porque no hay 
quorum. En el caso presente han debido ser catorce mil electores, no han 
votado mas que ocho mil y pico, luego no ha habido una elección completa, 

nn íifl íiflhíHn una mavnría »hs;n1nf.a. v si nn ha hahirln ma vnrín nhcnlufn av¡_ 
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(lentenieiite no se puede declarar electo al que haya obtenido mas votos. El 
artículo 61 de la Constitución dice : «El Congreso no puede abrir sus sesio- 
nes ni ejercer su eocargo sin la concurrencia de mas de la mitad del número 
total de sus miembros. El número total de sus miembros son 2*27, y con 114 
puede funcionar ; pues do la misma manera el articulo 64 de la ley electoral 
dice que para ser electo Presidente de la República se necesita la mitad y uno 
mas de los electores de la República. ¿Pueden llamarse los electores de la 
República á los de los dos tercios de la República? No. Pues siendo 135 co- 
legios electorales los que han formado el colegio electoral de la República, no 
ha sido colegio electoral, porque según el artículo 24 de la ley electoral que 
leyó el Sr. Montes, necesitan estar reunidos la mitad y uno más de los elec- 
tores para formar colegio electoral. Hay mas de 100 colegios en que el nú- 
mero de electores es de 13, 26, 36 electores. Pues si estos no fueron cole- 
gios electorales, si estos no votaron por no tener los 41 electores, lo mismo 
debe suceder con el colegio electoral de la República, que no ha tenido cator- 
ce mil electores, y entonces se vendría á ver que no pueden ser electores de 
la República aquellos que en la República han dejado de votar. ¿Pues qué es 
lo que se hace en este caso? Lo que dice el articulo 51 de la ley electoral; 
es decir, que el que tenga mayoría absoluta será el nombrado, y si no, el Con- 
greso será el que elija de entre los candidatos el que deba de serlo. No ha- 
biendo votado todos los que han debido votar, no ha habido mayoría absoluta 
porque no hay la mitad y uno más de los electores de la República, y por lo 
mismo suplico al Congreso se sirva darle un voto de reprobación al dictamen 
que se ha presentado, para que cumpliendo con la ley venga á presentarlo en 
los términos de que no habiendo mayoría absoluta de votos, el Congreso pro- 
ceda á elegir entre los candidatos el que deba quedar nombrado. Así lo es- 
pero de la ilustración y patriotismo del Congreso. 
,,,,,,,,,, ...... .... .^. 

El C. Alcalde. — Vine efectivamente tarde al debate, y por eso no pude 
imponerme de lo que antes de llegar se habia tratado, sino solamente de lo 
que estaba consignado por escrito y de lo que podia yo tratar. 

Se ha dicho que el sentido compuesto y dividido de que se ha hablado, no 
es el que ha seguido la comisión. La comisión dice en su dictamen y acepta 
que el número de los electores es de 13,912 ; votaron por el Sr. Iglesias 5,488, 
luego 5,488 no es la mitadyunomas de los 13,912 que debieron haber sufra- 
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5,488 votaron por el Sr. Iglesias, á quien le quitan 206 de nueve distritos 
que no se computan, quedándole 5,282: ¿5,282 son la mitad de 13,912? 
No señor. Luego si no es la mitad, no puede decirse que tiene la mayoría íib- 
soluta de los electores de la República. Se ha dicho, señor, que efectivamente 
en algunos distritos no se completó el quorum, pero que sin embargo deben 
computarse los votos. Para que haya colegios electorales, dice el art. 24: (Lo 
leyó). Pues bien, señor, si cada colegio electoral debe tener 80 electores, ó 
por lo menos 41, que es el quorum j es claro que donde no hubo este número 
no hubo colegio electoral ; en consecuencia, todos sus actos son nulos y sus 
votos no deben computarse, y si no deben computarse, evidentemente no pue- 
den llegar á 5,000 y pico los votos en favor del Sr. Iglesias; pero aun suce- 
diendo que los hubiera, el hecho es que siendo 13,000 los electores, y en esto 
está conforme la comisión, no obtuvo la mayoría absoluta. La cuestión no es 
mas que de números: hay 227 distritos electorales ; si se multiplican por 41, 
este producto es el total de los electores de la República; y si, como ha su- 
cedido en el presente caso, no hay la mayoría de estos electores, el Congreso 
reunido en colegio electoral, elige el candidato que debe de ser nombrado de 
entre los que han obtenido votos en la elección. 

Muy respetables son los señores de la comisión ; pero por muy respetables 
que sean, no pueden hacer que quepa en ninguna cabeza humana, que cinco 
mil sea la mitad y uno mas de trece mil. Yo me prometo de la justificación 
de este cuerpo que no votará este absurdo^ sino que nombrará al que verda- 
deramente quiera, y no al que se le dice. Por lo mismo, yo ruego al Congreso 
que, poniéndose á la altura en que debe estar, y teniendo en cuenta lo tras- 
cendental que será establecer un mal precedente, venga á hacer por que se 
vote á aquel que verdaderamente deba ser nombrado. 

El C. Esteva (Roberto). — Doy las gracias mas expresivas al Congreso, 
erigido en colegio electoral, por permitirme usar de la palabra. Trataré de 
hacerme digno de tan inmerecida indulgencia, no abusando de ella. 

La atención de los señores miembros del colegio se encuentra fatigada por 
la prolongación de un debate que ya ha durado demasiado. Voy por tanto á 
intentar reasumirlo en breves palabras. Para conseguirlo no es necesario des- 
plegar gran elocuencia ni apelar á las flores de la retórica. Basta examinar 
una cifra y leer un artículo de la ley electoral. Esta es cuestión de números, 
y sobre todo de obediencia á un precepto legal. 
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Es innegable que el art. 44 de la ley electoral hace indispensable para la 
elección de presidente de la Suprema Corte de Justicia, ePrequisito de reu- 
nir un candidato la mayoría absoluta de los sufragios de los electores todos de 
la República. Inútilmente el apreciable miembro de la comisión que habló por 
vez postrera en defensa del dictamen, desplegando su natural ingenio, inter- 
preta en favor suyo el art. 51 de la ley electoral. El orador á que rae refiero 
no hace otra cosa que pretender que el art. 51 deroga el art. 44. El legisla- 
dor no puede haber encerrado dos preceptos contradictorios de la misnaa ley ; 
esa suposición es simplemente absurda. El art. 51 es corolario del 44, y á 
él se refiere al hablar de la mayoría absoluta. Tal es sin duda alguna el pen- 
samiento del legislador. 

El distinguido miembro de la comisión nos asegura qué es absurdo pre- 
tender que candidato alguno pueda jamas reunir el número de votos exigido 
por la ley de la materia en su art. 44. No tengo inconveniente en concedér- 
selo ; pero ¿ese argumento modifica la cuestión? Yo no niego esa imposibili • 
dad de que habla el Sr. Yanez, á quien suplico me perdone que se me escape 
su nombre ; pero lo único que prueban sus razones es, que la ley és mala, y 
lo mas que podia demostrar es que debe derogarse ese art. 44, que tan ab- 
surdo le parece. Pero no porque una ley imponga una cosa ilusoria dejará 
nunca de ser ley. La ley siempre es la ley ; y mientras que esté vigente la ley 
electoral, tendremos que someternos necesariamente á lo que ordena en to- 
dos y cada uno de sus artículos, aun cuando alguno de ellos encierre un ab- 
surdo, como asegura el distinguido orador í\ que me refiero. 

La ley exige para la elección presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
la mayoría absoluta de los sufragios de los electores todos de la República : por 
tanto, para que el dictamen de la comisión tenga un fundamento legal, es con- 
dición indispensable que el Sr. Iglesias haya reunido el número de votos exigi- 
dos por la ley. ¿Los ha reunido? Evidentemente no. Luego entonces el dic- 
tamen de la comisión no está de acuerdo con las prescripciones de la ley» 

Pero el distinguido miembro de la comisión aduce en favor del dictamen 
un argumento que ha llamado altamente mi atención, porque encierra una teo* 
ría verdaderamente extraña. En las democracias, nos dice, la mayoría hace 
ley. Y nos pregunta : ¿quién duda de que aquel que cuenta con una mayoría 
adquiere un derecho incontestable? .... ¿Quién lo duda? » . . . Yo el pri- 
mero, señores, y conmigo todos los verdaderos demócratas que ante todo pro* 
clamen el respeto de la ley. 
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No «s cierto que en las democracias la voluaiad de la mayoría sea la ley 
suprema : la ley suprema es el derecho. Es cierto que en las democracias las 
mayorías deciden ; pero deciden necesariamente dentro de la ley. De otra ma- 
nera, la democracia seria la tiranía del mayor número ; y las minorías opri- 
midas y vejadas no encontrarían seguro apoyo en ese respeto profundo del de- 
recho ajeno, que es tan necesario para la vida de las sociedades. Precisamente 
en las democracias está abolida toda opresión y toda tiranía. La base funda- 
mental de las democracias es el respeto de todo derecho, y todo derecho emana 
de la ley. Si la ley da la razón á la minoría, la mayoría no puede por lo pronto 
sobreponerse á ella. La mayoría tiene que principiar por derogar la ley, usan- 
do precisamente de los medios que ella misma proporciona, y no de otros; y 
en seguida podrá hacer triunfar su voluntad de la voluntad de las minorías. 
No ya porque es la mayoría, no; sino porque la ley lo ordena. 

He dicho al comenzar, que esta cuestión es una sencilla cuestión de núme- 
ros, y que para resolverla basta atenerse al tenor expreso de un artículo de 
la ley electoral. El por lo demás muy apreciable y digno C. Iglesias, no ha 
reunido en su favor el número legal de votos que necesita para su elección de- 
finitiva; luego el dictamen de la comisión escrutadora descansa sobre una ba- 
se falsa, y el colegio al reprobarlo, dará una prueba de profundo respeto á las 
prescripciones de la ley. 

El C. Briseño. — Pido lectura del artículo 36 del reglamento. 

El C. secretario Nieto dio lectura al art. 36. 

En votación nominal se pregunta si se aprueban las proposiciones con que 
concluye el dictamen de la comisión escrutadora. 

Recogida la votación, aparecieron 88 votos por la afirmativa, y 64 por la 
negativa. 

Por la afirmativa: Aguirre Trinidad, Aguirre de la Barrera, Alas, Am- 
pudia, Arnaiz, Andrade Marcos, Arroyo, Avendaño, Baranda, Belauzarán, 
Blanco Santiago, Bustamante, Caballero, Calderón, Cañedo, Carrion, Casta- 
¡leda Jesús, Castilla Portugal, Corral, Cruz Nolasco, Dávila, Díaz de León, 
Díaz Pérez, Domínguez Ángel, Donde, Egea, Enriquez, Erdozain, Espino- 
la, Esteva Gonzalo, Calvan, Gavilondo, García de la Cadena Apolonio, Gar- 
cía Ramírez, Garza y Meló, Gochicoa, Gómez Zacarías, Gómez Parías, Gon- 
zález Agustín, Guzman Ramón, Hernández y Hernández, Herrera Hipólito, 
Herrera Rafael, Islas, Legorréta, Lémus, Lomell, López Jesús Fructuoso, 
lMíI». Martíiuiz de la Torfé, Menocal, Mercado, Michel, Mirafuentes^ 
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Millan, Montes, Morales Medina, Morón, Nieto, Núñez, Olvera, Ortiz de 
Montellano, Ortiz Primitivo, Payno, Peniche, Peón Contreras, Pérez Cirilo, 
Pérez Joaquin Othon, Prieto, Ramírez Manuel, Ramos 0., Rivas Góngora, 
Román, Romero Rubio, Rosas Miguel A., Rubalcaba, Rubio, Sánchez Gui- 
do, Saborio, Stávoli, Sierra, Tovar, Valle, Villaseñor, Vigil, Yañez y Zarate. 
Por la negativa: Alba Saturnino, ALCALDE, Alfaro, Arriaga, Arteaga, 
Baz, Blanco M., Briseño, Buenrostro, Cejudo, Cirerol, Condes de la Torre, 
Chavero Alfredo, Diaz González, Domínguez Manuel María, Domínguez Ra- 
fael, Esteva, Fernandez Ramón, Garda Trinidad, García Brito, García Ló- 
pez, García Rejón, Goytia, Gómez Macedonio, Gómez y Guzman, Gómez Pa- 
lencia, GÓMEZ DEL PALACIO, González J. G., González Manuel, González 
Martin, Guadarrama, Hernández Rafael, Hijar y Haro, López de Nava, Man- 
cera Rafael, Márquez Galindo, Mena, Mendoza, Mier Moctezuma, Moran An- 
tonio, Padilla, Palacios, Palomares, Pena y Ramírez, Pina, Rojas yMonto- 
ya. Romero José, Romero Ramón, Rosas Gorgonio, Rucias, Ruiz, Saavedra, 
Sánchez Ignacio, Sánchez Mármol, Silva Epifanío, Silva Ignacio, Soto, Sua- 
rez, Tagle, Toro, ÜUoa, Uriarte, Vázquez Juan de M. y Vázquez Pomposo. 



MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y GOBERNACIÓN. 

DEPAniAMENTO DE GoBEI\NAClON.— SeCCION !• 

El C. Presidente de la República se ha servido dirigirme el decreto que 
sigue : 

(í BENITO JUÁREZ, Presidente Constitucional de los Estados -Unidos 
Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

c( Que en uso de las amplias facultades que me confirió el Congreso nacio- 
nal, por los decretos de 11 de Diciembre de 1861, de 3 de Mayo y de 27 de 
Octubre de 1862, y de 27 de Mayo de 1863 ; y 

«Considerando: 

(j: Primero. Que en los arts. 78, 79 ,80 y 82 de la Constitución federal, 

Tínicos mifi tratan del neríndo dfi las fnncinnps dí»l Prftsidpntp dp. la Rpnfihlira 
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y del modo de .sustituirlo, tan solo se previo el caso de que siendo posible ve- 
rificar nueva elección de Presidente, de hecho no se verificase ; sin haberse 
previsto el caso de una guerra como la presente, en que mientras el enemigo 
ocupe gran parte del territorio nacional, es imposible que se verifiquen elec^ 
clones generales en los periodos ordinarios. 

« Segundo. Que en estos artículos de la Constitución, para sustituir la falta 
de Presidente de la República, se dispuso confiar al Presidente de la Corte de 
Justiciad Poder Ejecutivo, solo interinamente, en el único caso que fué previs- 
to, de que se pudiera desde luego proceder á nueva elección. 

« Tercero. Que cuando es imposible hacer la elección por causa de la guer- 
ra, el hecho de que el Presidente la Corte de Justicia entrase á ejercer el Go- 
bierno por un tiempo indefinido, importaría ya prorogar y extender sus pode- 
res fuera de las prescripciones literales de la Constitución. 

«Cuarto. Que por la ley suprema de la necesidad de conserváis el gobier- 
no, la próroga en el presente caso de los poderes del Presidente y de su sus- 
tituto, es lo mas conforme á la Constitución, porque para evitar el peligro 
de acefalia del Gobierno, se estableció en ella que hubiese dos funcionarios, de 
los que uno pudiera sustituir la falta del otro; y porque conforme á los votos 
del pueblo, el Presidente de la República fué elegido primera y directamente 
para ejercer el Gobierno, mientras que el Presidente de la Corte fué elegido 
primaría y directamente para ejercer funciones judiciales, no confiándole el 
Gobierno sino secundaría é interinamente, en caso de absoluta necesidad. 

«Quinto. Y considerando que, no previsto el presente «aso en la Constitu- 
cion,la facultad de declarar lo mas conforme á su espíritu y prescripciones, 
corresponde exclusivamente al Poder legislativo, que por la ley de 11 de Di- 
ciembre de 1861, confirmada por otros repetidos votos de confianza del Con- 
greso nacional, se delegó al Presidente de la República para que sin sujetarse 
á las reglas ordinarias constitucionales, quedase — ce facultado omnímodamen- 
te para diciar cuantas providencias juzgue convenientes en las actuales circuns- 
tancias, sin mas restrícciones que las de salvar la independencia é integridad 
del territorio nacional, la forma de Gobierno establecida en la Constitución, 
y los principios y leyes de reforma.» 

« He tenido á bien decretar lo siguiente : 

« Art. i^ En el estado presente de guerra, deben prorogarse, y se pro- 
rogarán las funciones del Presidente de la República, por todo el tiempo ne- 
cesario fuera del período ordinario constitucional, hasta que pueda entregar 
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el Gobierno al nuevo Presidente que sea elegido, tan luego como la condición 
de la guerra permita que se haga constitucionalmente la elección. 

« Art. 2<> Del mismo modo deben prorogarse y se prorogarán los poderes 
de la persona que tenga el carácter de Presidente de la Corte de Justicia, por 
todo el tiempo necesario fuera de su período ordinario, para que en el caso de 
que falte el Presidente de la República pueda sustituirlo. 

« Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumpli- 
miento. Dado en el Paso del Norte, áocho de Noviembre de mil ochocientos 
sesenta y cinco. — Benito Juárez, — Al C. Sebastian Lerdo de Tejada, minis- 
tro de Relaciones Exteriores y Gobernación.» 

Y lo comunico á vd. para los fines consiguientes. 

Independencia y Libertad. Paso del Norte, Noviembre 8 de 1865. — Lerde 
de Tejada. — C. gobernador del Estado de 



MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y GOBERNACIÓN. 

Departamento de Gobernación.— Sección 1«— Circular. 

Envío á vd. dos decretos que se ha servido expedir hoy el C. Presidente de 
la República, relativos á la próroga de sus funciones y al modo de sustituirlo 
si llegase á faltar, mientras la condición de la guerra permita hacer nueva 
elección constitucional. 

Desde que el gobierno resolvió en la ciudad de Chihuahua, con fecha 30 
de Noviembre de 1864, que no terminaba entonces, sino en este ano, el pe- 
ríodo ordinario de cuatro años del C. Presidente, se indicaron ya en aquella 
resolución los fundamentos expuestos por muchos funcionarios públicos, para 
sostener que debian prorogarse los poderes y la autoridad del C. Presidente, 
por todo el tiempo necesario fuera del periodo ordinario, mientras la situa- 
ción extraordinaria causada por la guerra hiciera imposible que se verificase 
nueva elección. Advirtió en aquella vez el Gobierno, que no queria entonces 
emitir ningún juicio sobre este punto, reservándose proceder en él como fuese 
más arreglado A la letra y al espíritu de nuestras instituciones, cuando lie- 
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gase el tiempo oportuno, en que se debería atender á todas las circunstan- 
cias que hubieran podido ocurrir, viendo si el estado do la guerra impedia 
aún verificar las elecciones. 

Ahora que ha llegado la oportunidad de resolver el punto, se han expre- 
sado también en el decreto relativo de hoy sus principales fundamentos ; por lo 
que nada mas agregaré aquí algunas observaciones sobre los artículos de la 
Constituciofi federal á que se refiere el decreto, y que son los siguientes: 

« Art. 78. El Presidente entrará á ejercer sus funciones el primero de Di- 
ciembre, y durará en su encargo cuatro anos. 

(icArt. 79. En las faltas temporales del Presidente de la República, y en 
la absoluta mientras se presenta el nuevamente electo, entrará á ejercer el po- 
der el Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 

((Art. 80. Si la falta del Presidente fuere absoluta, se procederá á nueva 
elección con arreglo á lo dispuesto en el art. 76, y el nuevamente electo ejer- 
cerá sus funciones hasta el dia último de Noviembre del cuarto año siguiente 
al de su elección. 

& Art, 82. Si por cualquier motivo la elección de Presidente no estuviere 
hecha y pubHcadapara ell® de Diciembre en que debe verificarse el reemplazo, 
ó el electo no estuviere pronto á entrar en el ejercicio de sus funciones, ce- 
sará sin embargo el antiguo, y el supremo poder ejecutivo se depositará in- 
terinamente en el Presidente de la Suprema Corte de Justicia.» 

Estos artículos, como se dice en el decreto de hoy, son los únicos que tra- 
tan del periodo de las funciones del Presidente de la República y del modo de 
sustituirlo. En ellos, no solo por su espíritu, sino por su claro sentido literal, 
se ve que la Constitución nada mas previo y se refirió á los casos en que ya se 
hubiese hecho la elección ó en que fuese posible, y se mandara hacer desde 
luego. 

Se ve, en efecto, que por el art. 79 se dispuso encargar al Presidente de la 
Corte el ejercicio del poder, en falta absoluta del Presidente de la República, 
mientras se presentase el nuevamente electo ; que en el art. 80 se cuidó de 
prevenir que se precediera á nueva elección ; y que el art. 82, empleando pa- 
labras mas precisas para repetir que el Presidente de la Corte solo se encarga- 
rla provisionalmente del Poder Ejecutivo, se dijo que lo depositarla interina- 
mente, hablando en el concepto antes expresado, de que se procediera desdo 
luego á nueva elección. 

Redactados en este sentido todos los artículos, es natural v preciso dar el 
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mismo sentido al precepto que contiene el 8i, cuando estableció que al tér* 
mino del periodo ordinario, si por cualquier motivo no estuviese hecha y pu- 
blicada la elección del nuevo Presidente, cesaría el antiguo, y el de la Corte 
depositaría interinamente el poder ejfecutivo. Se supuso en este precepto, 
como se supuso literalmente en todos estos artículos, que fuese posible veri- 
ficar la elección, y se quiso prever el caso de que, sin embargo de ser posi- 
ble, por cualquier motivo no se hubiera de hecho verificado. 

Aun sin comparar el sentido igual de todos los artículos, bastarían los 
conceptos empleados en el 82, para ver que fué redactado bajo el único pen- 
samiento de ser posible la elección ; pues refiriéndose k que no estuviese he- 
cha y publicada, seria aplicable el precepto que contiene, lo mismo al caso dé 
que la elección no estuviese hecha ni publicada, como al caso de que §i es- 
estuviese hecha y no publicada. 

El pensamiento constante de referirse ú la posibilidad de la elección in- 
mediata, resaltó mas en el mismo art. 82, al decir que el ejecutivo se con- 
fiaría al Presidente de la Corte, para que lo depositase interinaráente. Se em- 
plearon asi estas dos palabras, de lasque cada ima de ellas hubiera ba&tado por 
sí sola, para significar que no se pensó en el caso de que el presidente de la 
Corte tuviera el poder por un tiempo largo indefinido, sino que lo depositase, 
y que lo tuviera entretanto se publicaba una elección ya hecha, ó se procedía 
á una elección inmediata. No pudo pensarse qué un depósito interino fuese 
por tiempo indefinido, ni tampoco, si se hubiese pensado en el caso de que 
pudiera no ser posible la elección en un tiempo dilatado, se pudo creer que 
bastase para toda eventualidad confiar el poder á uu funcionario elegido con 
autoridad para un período de seis años, de los que pudiese haber trascurrido 
ya la mayor parte. 

Seria claramente infundado, atribuir á una regla de la Constitución tal sen- 
tido, que resultasen infringidas otras reglas literales de la misma. A$¡ suce- 
dería si se pretendiera aplicar el art. 82 aun en el caso de no ser realmente 
posible la elección ; porque entonces se infringirían las otras reglas literales 
y expresas, en que solo se previo confiar el poder al Presidente de la Corte 
para que lo depositase interinamente, mientras se presentaba el nuevo Pre- 
sidente ya electo, ó mientras se mandaba hacer desde luego nueva elección. 

Es evidente, que el único espíritu del art. 82, fué precaver el peligro de 
que algún Presidente de la República abusase de su autoridad y poder, para im- 
pedir que se presentase el nuevamente electo, ó para estorbar que se hiciese la 
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elección cuando fuera posible hacerla. Habria faltado toda razón para disponer 
lo mismo respecto de un caso como el actual, en que sin ninguna voluntad ni cul- 
pa presumible del Presidente, hubiera un impedimento real y absoluto para no 
hacer la elección^ en virtud de la notoria imposibilidad causada por la guerra. 
Faltando en este caso todo motivo de presumir aquel abuso culpable, seria muy 
infundado suponer, que en las circunstancias mas graves y dificiles de una guer- 
ra, hubiese querido la Constitución quitar el título de la autoridad, al que me- 
reció la primera y preferente confianza del pueblo, y que llamase en su lugar 
al que solo fué elegido para que lo sustituyese en los casos indispensables den- 
tro del régimen ordinario constitucional. 

Nada tiene de irregular ni de nuevo, que algunas reglas de una Constitu- 
ción, relativas á un objeto que solo puede cumpUrse en tiempos comunes de 
paz, no se hayan establecido ni acomodado á la previsión de un caso en que 
la guerra haga temporalmente imposible observarlas. Lo único que se puede 
prever para tal caso, fué lo previsto en el art. 128 de la Constitución, para que 
si por una rebelión ó guerra se interrumpe en cuanto sea inevitable la observan- 
cia de sus preceptos, « tan luego como el pueblo recobre su Ubertad, se resta- 
blecerá su observancia. » 

Por esto, nada tiene de notable que no se hicieran ni se acomodasen á la 
previsión del caso de absoluta imposibilidad causada por la guerra, los articu^ 
los de la Constitución que se refieren al periodo de las funciones del Presidente 
y al modo de sustituirlo. En estos artículos, primero se estableció un princi- 
pio y deapues se establecieron como consecuencias suyas las reglas necesarias 
para hacer observarlo. En el art. 78 se estableció como un principio el pe- 
ríodo electoral de cuatro años, y en los arts. 79, 80 y 82 se consignaron como 
consecuencias del principio, las reglas para la renovación ó la sustitución del 
Presidente, en su falta, ó al término del período. Para el caso de suspenderse 
inevitablemente el principio, cuando la guerra hace imposible observar el perío- 
cipio electoral, no puede establecer la Constitución, ni podrían ser aplicables 
las consecuencias ó reglas establecidas, con el único fin de que el periodo elec- 
toral fuese fielmente observado. 

En un caso como el de la guerra actual, la suprema necesidad de conservar 
al Gobierno, hace que justa y necesariamente se proroguen las funciones del 
que deba desempeñarlo. Si la guerra hiciese imposible la nueva elección des- 
pués de la falta absoluta del Presidente de la República, sustituido ya por el 
PrAsidAntp di» la Cnrtfi sftria indudable nue debieran nroro2arse sus funciones 
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por todo el tiempo necesario; poro como la próroga solo puede fundarse en la ab- 
soluta necesidad, mientras esta no llegase, tampoco habría motivo parahacerla. 

Siendo ya imposible hacer desde luego la elección, en el tiempo que se lla- 
mase al Presidente de la Corte, no padria decirse que sus funciones solo se 
prorogarian al término del tiempo que le faltase para cumplir su periodo de 
seis años, sino que en el mismo hecho de entrar á ejercer el Gobierno, esta- 
rían ya prorogados sus poderes fuera de las prevenciones de la Constitución. 
Como las reglas literales de esta no lo llaman al ejercicio del poder sino de 
un modo provisional, para que se mande hacer desde luego la elección, re- 
sultaría que cuando no es posible hacerla por causa de la guerra, el mismo 
hecho de que entrase á desempeñar el Gobierno de un modo permanente, por 
tiempo indefinido, tendría ya el carácter de quedar prorogadas sus funciones, 
fuera de la letra y del espíritu de las reglas constitucionales. 

Así es que, la imposibilidad causada por la guerra, hace que en el próxi- 
mo término del periodo ordinario de cuatro años, sea inevitable una próroga 
de funciones, lo mismo en el caso de continuar el Presidente de la RepúbU- 
ca, que en el caso de sustituirlo el de la Corte de Justicia. Sí la próroga es 
inevitable en uno ú otro funcionarío, ninguna razón habría para que no pu« 
dieran prorogarse los poderes del que recibió la primera y preferente con- 
fianza del pueblo, queriendo antes prorogar mis bien los del que fué elegido 
para que pudiese depositar interinaimente el Gobierno, en caso de absoluta ne^ 
cesidad. Sin duda, es lo mas regular y mas conforme á la Constitución, que 
quejen prorogados en cuanto sea necesario los poderes de ambos, porque asi 
se guarda et orden de la elección popular, y porque si la Constitución quiso 
que hubiese dos funcionarios, de los que uno pudiera sustituir al otro, para 
precaver el peligró de acefalia del Gobierno, aun en tiempos normales de paz, 
más se debe precaver ese peligro en tiempo de guerra, que puede ser mayor 
y por tiempo indeterminado. 

Por otra parte, si hubiese alguna duda de ser esto lo mas arreglado al es- 
píritu y prevenciones de la Constitución, la facultad de resolver esa duda solo 
correspondería al poder legislativo nacional, que ejerce ahora el C. Presidente 
de la República, por habérselo delegado el Congreso con facultades omnímo- 
das, para disponer cuanto juzgase conveniente en las circunstancias de la guer- 
ra, sin mas restricciones que las de salvar la independencia é integridad del 
territorio, la forma de gobierno establecida en la Constitución y los principios 
V leves de reforma. 
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Resuelto el punto de la prócoga de las funciones del C. Presidente, ha sido 
indispensíible prever el caso de que llegase á faltar y debiera ser sustituido. 
Por este motivo ha sido necesario dictar el otro decreto de hoy, con relación 
al hecho de que el C. general Jesús G. Ortega haya estado permaneciendo sin 
licencia ni comisión en país extranjero, con abandono del cargo de Presidente 
de la Corte, y también de sus servicios en el ejército. 

Otra vez hizo antes en San Luis Potosi abandono del cargo que tenia de 
Presidente constitucional de la Corte de Justicia, prefiriendo ir á desempeñar 
sin ninguna autorización ni licencia para ese efecto, el cargo de gobernador 
constitucional del Estado de Zacatecas. En la citada resolución que dictó el 
Gobierno en la ciudad de Chihuahua con fecha 30 de Noviembre de 1864, se 
expusieron los fundamentos por que podia juzgarse que habia dejado de tener 
el carácter de Presidente de la Corte desde entonces. El art. 118 de la Cons- 
titución prohibe tener á la vez dos cargos de elección popular, permitiendo al 
nombrado elegir entre ambos el que quiera desempeñar. Aunque la letra de 
este articulo de la Constitución habla del caso de dos cargos de la Union, co- 
mo no hay en aquella otra regla especial para el caso de un cargo de la Union 
y im cargo de algún Estado ; como la razón de incompatibilidad no solo puede 
ser igual en ambos casos, sino mayor en el segundo ; y como debió presumirse 
que el mismo C. general Ortega hubiese creido usar de un derecho y no co- 
meter una grave falta, pudo juzgarse que habia preferido, conforme al articulo 
constitucional, dejar de tener el cargo de Presidente de la Corte, para poder 
desempeñar el de gobernador del Estado de Zacatecas. 

Sin embargo, atendiendo nada mas el Gobierno al interés nacional de que 
hubiese quien tuviera un título cierto y reconocido, para que en caso de faltar 
el C. Presidente de la República, pudiese sustituirlo, resolvió en Chihuahua 
que el C. general Ortega quedaba con el carácter de Presidente de la Corte. 
No se le dio entonces ni el Gobierno podia darle el título de Presidente cons* 
titocional de la Corte, que solo puede proceder de la elección popular, y que 
é\ habia abandonado en San Luis Potosí, sino que usando el Gobierno de sus 
amplias facultades, declaró que quedaba el C. General Ortega con el carácter 
de PreBidente de la Corte. Para esto, el Gobierno siguió en cuanto fuese ne* 
cosario el ejemplo del Congreso, que en falta de Presidente constitucional de 
la Corte, habia nombrado de un modo provisional un Presidente de la Corte 
fin otra ocasión* 

En la copia que envío anexa l\ esta circular, constan los términos en qm 
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pocos días después «I C. general Ortega pidió una licencia que le concedió el 
Gobierno, para que pudiese ir á sostener como militar la causa de la indepen- 
dencia, en el interior de la República. Contra los términos expresos de la li- 
cencia, en lugar de ir de tránsito, se ha quedado en país extranjero, apare- 
ciendo responsable tanto por la falta oficial de abandono del cargo de Presi- 
dente de la Corte, como por el delito común de que, con el carácter de general 
del ejército, haya abandonado durante la guerra sus banderas. 

Acerca de la responsabilidad de los funcionarios públicos por faltas oficiales 
en el ejercicio de sus encargos, previene el art. 105 de la Constitución que 
el Congreso, como jurado de acusación, puede declarar la culpabilidad, y 
que corresponde á la Corte Suprema de Justicia aplicar la pena que designe 
la ley como jurado de sentencia. En cuanto á la responsabilidad por delitos 
comunes, esto es, que no se refieran al ejercicio del mismo encargo, previene 
el art. 104, que el Congreso declarará si ha lugar á proceder contra el acusa- 
do, en cuyo caso queda por el mismo hecho separado de su encargo y sujeto 
á los tribunales comunes. 

Entre las facultades conferidas al Gobierno por el decreto de 27 de Octu- 
bre de 1862, se puso la restricción de que no pudiese contrariarlas preven- 
clones del titulo IV de la Constitución, que trata de la responsabilidad de los 
ftincionarios públicos. El objeto de esta restricción fué que no se procediera 
contra ellos por medios indebidos ó arbitrarios, que serian los que contraria- 
sen las prevenciones constitucionales ; sin ser posible que la restricción se re- 
firiese á los procedimientos arreglados y justos, pues con estos no se contra- 
rían sino que se aplican aquellas prevenciones, para hacer efectiva la respon- 
sabilidad en los casos necesarios. Usando el Gobierno de las facultades que le 
delegó el Congreso, ha aplicado dichas prevenciones en el caso déla traición 
de D. Santiago Vidaurri y en otros casos en que lo ha estimado necesario; 
porque nunca pudo creerse el absurdo de que se pudiera establecer una abso- 
luta impunidad, especialmente respecto de las faltas oficiales ó delitos comunes 
que directamente perjudiquen la causado la independencia en la guerra actual. 

Por los graves motivos expuestos en el decreto relativo de hoy, el Gobierno 
ha considerado que en el caso del C. general Ortega, era justo y necesario de- 
clarar su responsabilidad. Respecto de la falta oficial por abandono del cargo 
de Presidente de la Corte, solo se ha declarado que cuando se presente en el 
territorio de la República se dispondrá lo conveniente para que se proceda al 

inirio pn niip. flfiha pxaminnrsfi v calificarse sn rnlnnbilidad. Rpsnfictn dpi de- 
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lito coifluii, por la notoriedad de la falta de que, con el carácter de general 
haya abandonado diírante la guerra las banderas del ejército, se ha declarado 
que ha lugar á proceder contra él, á reserva también de que en el juicio res- 
pectivo pueda examinarse y calificarse su culpabilidad. 

Ha sido necesario, y aun inevitable, que el Gobierno se ocupase de la res: 
ponsabilidad del C. general Ortega en estas circunstancias. No solo ha estado 
permaneciendo fuera de la República, cuando era mayor su deber de estar en 
ella, para que si llegaba á faltar el C. Presidente de la República, se preca- 
vieran desde luego los inconvenientes de la acefalía del Gobierno; sino que, 
ni antes ni ahora se ha dirigido á este, para manifestar cuándo pensase re- 
gresar al territorio mexicano. En espera de su conducta, ha impedido que 
estuviera el Gobierno expedito, como es indiwspensable que lo esté, para pro- 
veer en tiempo oportuno á evitar ese peligro de acefalía ; y por este grave in- 
terés, ha sido preciso ocuparse, según era justo, de aquella responsabilidad. 

En las circunstancias de la guerra actual, el que ha ejercido ya algún tiem- 
po el Gobierno, lejos de que conservándolo pueda satisfacer algún interés per- 
sonal, solo tiene que arrostrar dificultades y peligros Así, pues, el único móvil 
del G. Presidente de la República al acordar estos decretos,.es la firme y cons- 
tante resolución de cumplir hasta el fin sus obligaciones para con la patria, y 
para con el pueblo que lo eligió. 

Independencia y Libertad. Paso delNorte, Noviembre 8 de 1865. — Lerdo 
de Tejada. — C. Gobernador del Estado de.. ... 



Copiamos á continuación varios fragmentos de una notable carta del 
Sr. D. Pascual Hernández, ex- gobernador de San Luis Potosí, diri- 
gida al Sr. D. Guillermo Prieto con fecha 5 de Noviembre de 1876. 

A' primera vista se comprenderá su importancia, pues á nuestro jui- 
cio contiene una buena refutación del manifiesto del Sr. D. José M. 
Iglesias. 

No encuentro diferencia sustancial entre los dos bandos revolucionarios que 
actualmente conmueven al país ; pero voy á referirme especialmente á aquel en 
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que supongo á vd. filiado, y en el que sin duda vd. desea que yo tome parte, 
al de los que han reconocido como presidente de la República al Sr. D. José 
María Iglesias. De ese bando diré á vd. que no alcanzo á comprender cómo 
puede estar inspirado por el deseo de salvar las instituciones, y que menos lo 
comprendo poniendo en cotejólos títulos que el Sr. Lerdo de Tejada tiene para 
considerarse como presidente de la República, con los que se pretende que ten- 
ga el Sr. Iglesias para desempeñar el mismo encargo. 

Viniendo ahora al examen de los títulos del Sr. Iglesias, encuentro que este 
no es ni puede ser ya presidente legítimo de la República ; porque conforme 
k la Constitución en que apoya sus pretensiones, lo seria únicamente como 
presidente de la Suprema Corte de Justicia, faltando absolutamente el presi- 
dente electo; y porque este no falta en la actualidad ni tampoco en el periodo 
que comienza en el mes de Diciembre próximo. 

Es cierto que existe un decreto de una legislatura y un maniliesto del Sr. 
Iglesias^en los que se tiene por nula la declaración hecha por el Congreso, 
y para conseguir tal nulidad, se suprime á este y al presidente de la Repúbli- 
ca rompiéndose sus títulos ; pero ni en uno ni en otro documento encuentro 
explicado el poder que tenga para destruir los actos de la representación na- 
cional, un individuo ó una legislatura de un Éstado; 

El manifiesto del Sr. Iglesias es el más razonado, y el que más detallada- 
daraente explica los motivos que determinaron el movimiento revolucionario 
de ese Estado. En él, en concreto, están explicadas estas ideas : que no hubo 
elección en la mitad de los distritos electorales; que donde las hubo se ejer- 
ció presión, por las autoridades militares en los lugares declarados en estado 
de sitío, cuyos habitantes no debieron por eso de hacer uso del derecho de vo- 
tar^ ó por las autoridades políticas en algunos Estados de aquellos en los que 
no se interrumpió el orden constítucional ; que se falsificaron expedientes elec- 
torales en los colegios ó en el Congreso mismo que hizo la computación ; que 
se burló con todo esto á la nación por los representantes del pueblo ; que esta 
burla no puede quedar consumada porque la haya hecho el Congreso ; que 
como cuerpo electoral no tiene por la Constitución el privilegio de la infalibi- 
lidad, y finalmente, que no hay nn solo ciudadano que no proteste en su con- 
ciencia contra semejantes atentados. Todas estas declaraciones antoritativas, 
están desmentidas por una que es la que solamente tiene autoridad por la ley, 
por la declaración del Congreso ; y si bien es cierto que en ella, ni yo ni nadie 
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puede encontrar la infalibilidad, es decir, una verdad absolutamente compro- 
bada y contra la cual no sea dable sostener filosóficamente lo contrario, sino 
un hecho legalmente cierto, y que como tal nos obliga á la obediencia ; también 
es verdad que ni nuestra Constitución, ni ninguna que haya existido, ha aspi- 
rado ni puede aspirar á esa infalibilidad, siendo de ello la prueba el hecho legal 
de que todas son mudables, como lo es la nuestra por el pueblo que se la dio, 
hecho inadmisible si ellas consignaran principios infalibles. 

En las instituciones humanas lo mas que puede obtenérseos que den la ma- 
yor suma posible de seguridades de que se aplicará la justicia absoluta; pero 
todas estas tienen que asentar hechos para que se tengan como verdades aun- 
que no lo sean, mejor que dejaren inseguridad perpetua los derechos, como 
lo estarían si buscaran el apoyo de otra justicia que la que nace de la ley. En 
estos principios descansa la seguridad del derecho de propiedad que el tiempo 
da á la posesión, y la inviolabilidad de las sentencias de los tribunales de últi- 
ma instancia, aunque á veces se consagre la usurpación ó la iniquidad de un 
juez; y en ellos debe descansar también la necesidad de que haya un poder 
último que formule un juicio inapelable al ejercerse el derecho de elegir, por 
mas que esa juicio pudiera ser alguna vez inicuo y atentatorio. 

En el mismo manifiesto del Sr . Iglesias encuentro apoyada su opinión, sobre 
que son revocables las resoluciones del Congreso como cuerpo electoral, en 
las teorías que él mismo sustentó en igual sentido, siendo ya Presidente de la 
Corte de Jmticia, aunquemucho antes de que se tratara la cuestión electoral 
que se agita actualmentev Cualquiera que no conozca al Sr. Iglesias, bien po^ 
dría ver en su argumentación precisamente lo contrario de lo que con ella se 
propone demostrar, á saber : su interés personal en tener anulados desde mu- 
cho tiempo. hace, los votos que sé emitieran en lo futuro, para colocarse for- 
zosamente en el caso de sustituir de lodos maneras al Presidente de la Repú- 
blica, cosa que hasta cierto punto están confirmándolos sucesos posteriores. 
Sobre el particular considero ávd. bastante imparcial y despreocupado para 
afirmar conmigo, haciendo abstracción del Sr. Iglesias en el caso que nos ocu- 
pa, y fijándonos solo en ^l funcionario que está previsto para ejercer jCU de- 
terminados casos el Poder Ejecutivo por la falta del Presidente electo, que si 
dicho funcionario pudiera colocarse arriba de la Representación nacional, para 
anular sus declaraciones como. cuerpo electoral, no habria un solo presidente 
de la Corte, como no fuera aquel que estuviera dotado de un gran patriotismo 
y de una rara abnegación, que no invocara los principios dala revolución dr 
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ese Estado para suplantar los votos del pueblo, y que para sostener sus pre- 
tensiones no levantara una bandera, que seguirían todos los descontentos con 
el orden legal y los que buscan en las revueltas su medro personal. 

Menos que la legitimidad del Sr. Iglesias como presidente de la República 
para el periodo que comienza en Diciembre próximo, comprendo la legitimi- 
dad con que ejerza tales funciones en el periodo actual, que aimno concluye. 
Para que sin demora pudiera ejercer el poder el Sr. Iglesias, él mismo y 
la legislatura de .ese Estado kan tenido necesidad de suprimir al presidente 
constitucional y al Congreso de representantes del pueblo, á título de que 
falsificaron el voto, este haciendo una declaración fraudulenta, y aquel reco- 
nociéndola y manifestándose dispuesto á acatarla. Yo interrogo á la concien- 
cia recta é ilustrada de vd. : ¿existe esta facultad en el ejecutivo (dado caso 
que se pudiera considerar como jefe de ese poder al Sr. Iglesias), si no co- 
mo debiera existir para que fuera dable ejercerla, consignada de una manera 
expresa en la Constitución, al menos tácitamente ó siquiera de un modo que 
pudiera deducirse de la conveniencia, sin destruir principios que son funda- 
mentales en el sistema representativo? Pregunto á vd. también : ¿si el Sr. 
Lerdo, cuando nadie ponia en duda que fuera presidente legítimo, ó alguno 
de sus antecesores, dando por admitido el supuesto de que él jamas haya si- 
do tal presidente, hubiera avanzado alguna vez á tanto como ha avanzado el 
Sr. Iglesias, y hubiera disuelto á un Congreso por la razón de que falsificó los 
votos para no declararlo reelecto, podría sostenerse con el menor viso de ra- 
zón siquiera, que tal procedimiento era ajustado á las reglas que marcan las 
atribuciones del poder ejecutivo? Estoy cierto que vd. se responderá á estas 
preguntas, como he respondido yo en el instante mismo en que las dejé con- 
signadas : no tiene derecho el presidente de romper los títulos que emanan 
del voto popular, y lejos de deducirse esa facultad de la Constitución, con el 
solo hecho de suponerla se ataca á esta en sus fundamentos : cualquiera que 
obre de semejante manera, comete un criminal atentado. Estoy seguro tam- 
bién de que vd., al darse tales respuestas, no ha de querer conceder mas fa- 
cultades al Sr. Iglesias, cuando lo ha investido con el carácter de presidente, 
que á cualquiera otro que considere encargado del poder ejecutivo, siquiera 
sea á titulo de haher sido electo para ello. 

Yo he creído que el mejor argumento de que un principio es disolvente, 
es el hecho de que él produzca consecuencias desastrosas ; y esta regla del 
buen criterio, es la que me inspira la convicción de que no son los principios 
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democráticos en su acepción mas pura los que sostienen la revolución de ese 
Estado : porque ella conduce á la anarquía, á la anulación de todo poder, á 
la soberanía del mas fuerte. Desde el momento en que el país entrara en la 
vía adonde lo quieren arrastrar los sostenedores del Sr. Iglesias, ya no ten- 
dría reposo un solo dia : porque unas veces el presidente electo, pretendien- 
do continuar en el poder íi nombre de los votos que supondría fueron emiti- 
dos en su favor, otras el vicepresidente queriendo asaltarlo apoyado en que no 
hubo elección, y muchas defendiendo al mismo tiempo los dos que son los lla- 
mados por la ley, estaríamos esperando siempre del resultado de sangrientas 
luchas la legitimidad de los poderes, que se derivaría únicamente del éxito 
de los combates, erigida la guerra civil en poder constitucional. Por fortu- 
na la lógica aplicada á la Constitución, no defiende los principios de la legis- 
latura de Guanajuato y del manifiesto del Sr. Iglesias : pues á no ser asi, de- 
beríamos confesar que nuestras instituciones son las mas absurdas, y que fue- 
ron elaboradas para destruir todo orden social. 

No debo ocultar á vd. , que lamento sinceramente ver al Sr. Iglesias, per- 
sona por muchos motivos recomendable, colocado en un terreno sobre el que 
po puede dar un solo paso que no le conduzca á un abismo. Sin Congreso y 
sin poder judicial el movimiento de Guanajuato, y con solo un Presidente que 
tiene que reasumir todos los poderes, no adivino cómo se establezca en el 
porvenir un gobierno ajustado á la Constitución que quiere dejar ilesa ese mo- 
vimíento — si llegara á triunfar; — ni menos lo adivino, cuando reflexiono que 
lo que sería posible á la revolución pugnaría con las ideas que el Sr. Iglesias 
ha emitido como juez y como jefe de partido. Yo no miro detrás de todo eso 
mas que el caos, y como una necesidad del triunfo de la revolución que quie- 
ro suponer posible para que se la juzgue mejor, la muerte segura de la Cons- 
titución á nombre de su incolumidad, y la proclamación del absolutismo á 
nombre de la Ubertad. 



